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ASOCIACIONES'PUBLICAS y PRIVADAS 
DE LAICOS 
LLUIS MARTINEZ SISTACH 
El tema de la presente ponencia es el de las asociaciones laicales, 
es decir, las asociaciones eclesiales integradas mayoritariamente por 
fieles laicos. Dichas asociaciones son las más en la Iglesia. 
El tema es sumamente sugestivo. Se trata en el fondo de un de-
recho fundamental de todos los fieles: el derecho de asociación en la 
Iglesia. De un derecho que siempre han ejercido los laicos desde los 
inicios de la Iglesia, con mayor o menor ámbito de libertad. De una 
actividad que responde adecuadamente a las exigencias humanas y cris-
tianas de los fieles, por cuanto el hombre es social por naturaleza y 
Dios ha querido unir a los creyentes en Cristo en el Pueblo de Dios. 
Actividad eclesial que es al mismo tiempo signo de la comunión y de 
la unidad de la Iglesia en Cristo. Por ello, las asociaciones de fieles 
no han faltado nunca ni faltarán en la Iglesia. 
Pero en el ejercicio del derecho de asociación de los fieles hay 
un auténtico hito en la historia de la Iglesia. Reciente. La proclama-
ción nítida y decidida que hizo de este derecho el Cencilio Vaticano 11. 
y el interés por nuestra temática aumenta con la promulgación 
del nuevo Código de Derecho Canónico hace sólo unos años. El Con-
cilio no tuvo finalidad jurídica. Por ello dio unos principios doctrina-
les y pastorales relativos a nuestra materia y dejó a la reforma del 
Código pio-benedictino la regulación del derecho de asociación con fór-
mulas jurídicas. Hoy nos cabe en suerte conocer dicha regulación. 
Fundamentalmente, nuestro trabajo no es de iure condendo sino de 
iure condito. 
Las innovaciones introducidas por el Código en el campo de las 
asociaciones de fieles son muy considerables. Basta recordar la distin-
lUS CANONICUM, XXVI, n. 51, 1986, 139-183 
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ción entre asociaciones públicas y privadas y la otra distinción entre 
personas jurídicas públicas y privadas. Las consecuencias jurídico-
pastorales son también muy sensibles. Tanto es así, que a pesar de 
no abundar aún los comentarios sobre esta normativa del nuevo Có-
digo, han aparecido unos trabajos de divulgación dialogantes entre 
dos famosos canonistas 1. 
El objeto central de este trabajo consiste en presentar la regula-
ción canónica vigente sobre las asociaciones de fieles laicos a la luz 
del nuevo Código. Pero no podemos olvidar las palabras del Papa Juan 
Pablo 11 en su Constitución Apostólica Sacrae disciplinae leges: «El 
Código es un instrumento que corresponde de lleno a la naturaleza 
de la Iglesia, especialmente como la presenta el magisterio del Concilio 
Vaticano 11 en general, y de un modo particular su doctrina eclesio-
lógica. Más aún: en cierto sentido, este nuevo Código podría enten-
derse como un gran esfuerzo para traducir en lenguaje canónico esta 
doctrina misma, es decir, la eclesiología conciliar». 
Por ello, empezaremos exponiendo una breve síntesis de la doc-
trina conciliar sobre el derecho de asociación de los fieles laicos, para 
luego estudiar con mayor detención como di~l1a- doctrina se ha tra-
ducido en lenguaje canónico en el nuevo Código. 
La nueva regulación de las asociaciones de fieles pide un consi-
derable esfuerzo a las asociaciones existentes en la Iglesia para adap-
tar sus estatutos configurados según el Código de 1917. Pero en esta 
tarea participa también la autoridad eclesiástica, por cuanto deberá 
formular los criterios en orden a la transformación jurídica de las 
asociaciones erigidas o aprobadas en asociaciones públicas o privadas, 
por lo que respecta al considerable nÚIDerp d~: asociaciones eclesiales 
ya existentes en el momento de entrar en vigor el nuevo Código. Cri-
terios que son también necesarios para dar el cauce jurídico adecuado 
a las nuevas asociaciones que nacen en la Iglesia. 
El derecho de asociación en el Concilio Vaticano JI 
El Concilio Vaticano 11 representó un nuevo enfoque en la con-
cepción y presentación de la eclesiología. Basta poner de relieve la 
trascendencia que tuvo el haber tratado del Pueblo de Dios antes de 
1. Cfr. L. DE ECHEVERRÍA, Las entidades privadas en el nuevo Código, en 
«Ecclesia» 43 (1983) 1458-1459; P. LOMBARDÍA, Autonomía privada en la Iglesia, 
en «Ecclesia» 44 (1984) 413414; L. DE ECHEVERRÍA, Asociaciones privadas en el 
nuevo Código, en «Ecclesia» 44 (1984) 558. 
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hablar de la jerarquía, de los laicos y de los religiosos en la constitución 
dogmática Lumengentium. Ello ha significado una superación de una 
eclesiología unilateral, dominada y marcada de jerarquismo"acentuan-
do la participación activa de todos los christifideles en la única misión 
de todo el Pueblo de Dios. 
En esta visión eclesial que nos ofrece el Concilio hay una igualdad 
radical entre todos los bautizados, «porque todo lo que se ha dicho 
sobre el pueblo de Dios se dirige por igual a laicos, religiosos y cléri-
gos» 2. Ello nos permite establecer otra premisa importante para el 
derecho de asociación de los fieles. El principio de socialidad en la 
Iglesia ya no reside en la relación jerarquía-fieles, como se situaba a 
partir del s. XV, sino en la unión de todos los bautizados en orden al 
fin único y común de todo el Pueblo de Dios 3. 
El Concilio atribuyó gran importancia a los fenómenos asociativos 
eclesiales 4. En primer lugar, reitera sus elogios a las asociaciones de 
apostolado seglar 5 y a las asociaciones sacerdotales 6, recomendándolas 
y alabándolas 7, a la vez que pide tanto a la jerarquía, como a los sacer-
dotes, religiosos y laicos que las tengan en gran estima y colaboren 
en la promoción de las mismas 8. Y, en segundo lugar, la importancia 
del fenómeno asociativo aparece con mayor claridad al proponer el 
Concilio sus motivaciones. 
El n. 18 del decreto Apostolicam actuositatem está dedicado explí-
citamente a exponer las razones de la necesidad e importancia del 
apostolado organizado 9. El primer párrafo establece las más profun-
das. Se afirma lo siguiente: «Cada cristiano está llamado a ejercer el 
apostolado individual en las variadas circunstancias de su vida; re-
cuerde, sin embargo, que el hombre es social por naturaleza y que Dios 
ha querido unir a los creyentes en Cristo en el Pueblo de Dios. Por 
consiguiente, el apostolado organizado responde adecuadamente a las 
2. Constitución dogmática Lumen gentium, n. 30. 
3. Cfr. A. DEL PORTILLO, Fieles y laicos en la Iglesia (Pamplona 1969) 
132-133. 
4. Para una exposición sistemática del derecho de asociación según el 
Concilio Vaticano n, véanse: L. MARTÍNEZ SISTACH, El derecho de asociación en 
la Iglesia (Barcelona 1973) 212-252; A. DÍAZ DÍAZ, Derecho fundamental de aso-
ciación en la Iglesia (Pamplona 1972) 77-188. 
5. Cfr. Decreto Apostolicam actuositatem, n. 18, 19, 20, 21 Y 23. 
6. Cfr. Decreto Presbyterorum Ordinis, n. 8. 
7. Cfr. Decreto Apostolicam actuositatem, n. 20, 21 Y 24. 
8. Cfr. Ibidem, n. 20, 21, 24 Y 25; Decreto Presbyterorum Ordinis, n. 8. 
9. El esmero en la redacción de este número confirma la importancia que 
tenía para el Concilio el fenómeno asociativo. DEL MONTE afirma que «ne e 
una prova l'intero articolo 18, tra i piu completi ed efficaci» (Vari modi 
dell'apostolato dei laici, en «Jl decreto sull'apostolato dei laici», Torino 1966, 263). 
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exigencias humanas y cristianas de los fieles y es al mismo tiempo 
signo de la comunión y de la unidad de la Iglesia en Cristo». 
El texto conciliar nos recuerda que el hombre no es una isla, sino 
que está hecho para vivir en sociedad, refiriéndose a la sociabilidad de 
la persona humana lo mismo en el plano natural que en el sobrena-
tural. Este doble fundamento natural y eclesial no aparecía en las pri-
meras redacciones del mencionado documento. El texto primitivo, bajo 
el título «Movidos por la caridad los cristianos se asocian entre sí», 
ofrecía como fundamento del apostolado asociado la caridad que lleva 
a la Iglesia a servirse de todos los medios aptos para propagar el evan-
gelio 10. El esquema de 1963, presentado a los padres conciliares, esta-
blecía un fundamento parecido, aunque incluía ya una motivación pro-
fundamente teológica por significar el fenómeno asociativo la unidad 
y comunión eclesial 11. La siguiente redacción conservó casi el mismo 
texto del anterior esquema 12. 
Fue a partir de la última redacción mencionada que los padres 
conciliares presentaron sus enmiendas, proponiendo una nueva moti-
vación que sería aceptada por la Comisión Conciliar y pasó a formar 
parte del texto definitivo. Nos referimos a la sociabilidad de la per-
sona humana. Así, un Padre conciliar lo formulaba de la siguiente ma-
nera: «El apostolado colectivo no ha de ser fomentado únicamente 
como un elemento de mayor eficacia (¡lo cual es muy de desear!), 
sino como una exigencia intrínseca de la vida humana y cristiana» 13. 
En el mismo número 18 del decreto conciliar considerado, se ex-
plicitan otras razones que justifican la importancia de las formas aso-
ciadas. Una de ellas viene expresada con estos términos: «El aposto-
10. Se afirmaba lo siguiente: «Unde, christifideles, eadem caritate moti, 
in ter se consociantur ad mutuam aedificationem, ad ostentionem et dilatatio-
nem caritatis et regni Christi et Dei, ad veritatis et vitae christianae defensio-
nem, vel ad solvendas quaestiones quae apostolatu consociativo indigent» (Sche-
ma Constitutionis De Apostolatu laicorum, Pars 1, Typis PoI. Vaticanis 1962, 37). 
11. Se formulaba con estos términos: «Consociatio enim non solum prae 
se fert speciem unitatis Ecclesiae, sed et sua membra tuetur, sustinet, et ad 
apostolatum format, eorumque activitatem apostolicam sic praeparat, coordinat 
et moderatur ut multo uberior exinde sperari liceat fructus quam si singuli 
separatim agant» (Schema Decreti De Apostolatu laicorum, Typis PoI. Vatica-
nis 1963, 10). 
12. «Consociatio enim prae se fert signum unitatis Ecclesiae, sua membra 
sustinet et ad apostolatum format, eorumque activitatem recte disponet et mo-
deratur, ut multo uberiores exinde sperari liceat fructus si singuli seiunctim 
agant» (Schema Decreti De Apostolatu laicorum, Typis PoI. Vaticanis 1964, 
n. 13, p. 13). 
13. Animadversiones particulares a Patribus conciliaribus in aula factae 
ad Schema 1964. 
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lado organizado es también muy importante porque muchas veces el 
apostolado exige que se lleve a cabo con una accion común, tanto en 
las comunidades de la Iglesia como en los diversos ambientes. Porque 
las asociaciones erigidas para la acción colectiva del apostolado apoyan 
a sus miembros y los forman para él y organizan y dirigen convenien-
temente su obra apostólica, de forma que son de esperar frutos mucho 
más abundantes que si cada uno trabaja aisladamente». En el fondo 
de estas expresiones aparece el argumento de la eficacia. Viene a ser 
una exigencia o consecuencia de las motivaciones más profundas antes 
referidas. 
Finalmente, el texto conciliar concluye con un argumento de efi-
cacia coyuntural considerando las circunstancias actuales, que hacen 
de todo punto necesario que en la esfera de la acción apostolica se ro-
bustezca la forma asociada y organizada, puesto que la estrecha unión 
de las fuerzas es la única que vale para lograr plenamente todos los 
fines del apostolado moderno y proteger eficazmente sus bienes. 
El Concilio propugnó explícitamente el derecho de asociación de 
los fieles. En el número 19 del decreto conciliar antes referido viene 
reconocido el derecho de asociación con estos términos: «Guardada 
la debida relación con la autoridad eclesiástica, los laicos tienen el 
derecho de fundar y dirigir asociaciones y el de afiliarse a las funda-
das». Esta afirmación no fue formulada sin previo estudio y debate. 
La historia de este texto ayuda a comprender la conciencia que tenía 
la Comisión Conciliar y los padres conciliares al propugnar de tal for-
ma aquel derecho a constituir y gobernar asociaciones en el seno de 
la Iglesia. 
En el primitivo esquema conciliar De fidelium associationibus, del 
año 1962, que posteriormente quedó refundido en el esquema De apos-
tola tu laicorum, se hablaba del derecho de asociación fundado en la 
naturaleza humana, aunque sin afirmarlo explícitamente cuando lo con-
sideraba en el seno de la Iglesia 14. El n. 13 del esquema De apostolatu 
laicorum trataba ya de la libertad de asociación con estos términos: 
«Reconózcase la libertad a los laicos para organizar asociaciones y so-
bre todo para adherirse a ellas, salvando la debida relación con las 
autoridades eclesiásticas» 15. Coincidimos con Alvaro del Portillo en 
14. «Proprium est hominis, ac verum ius natura inditum ei competit, ut 
peculiares associationes cum aliis hominibus ineat ad determinatos fines in 
commune sociorum vel aliarum personarum bonum persequendos. Ecclesia 
quoque inde a prioribus suae institutionis saeculis, pIures fidelium associationes 
fovit» (Schema Decreti De fidelium associationibus, Typis PoI. Vaticanis 
1962, 3). 
15. Schema Decreti De Apostolatu laicorum (Typis PoI. Vaticanis 1963, 10). 
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afirmar que esta redacción resulta algo tímida, pues en lugar de ha-
blar de ius, habla de libertas 16. Asimismo, el adverbio que a continua-
ción incluía, praesertim, acentúa toda la importancia del texto en adhe-
rirse a asociaciones ya constituidas, sin que se dijera nada de la cons-
titución como tal. Ello permitía reconocer un trasfondo de lo precep-
tuado en el c. 684 del Código de 1917 17• 
Esta fórmula no satisfizo a todos los padres conciliares, presen-
tando las correspondientes enmiendas, caracterizándose, de una parte, 
por un temor ante la afirmación y reconocimiento de aquella libertad 18, 
Y de otra, por un deseo de propugnar abiertamente aquella libertad 19. 
La Comisión Conciliar permaneció largo tiempo indecisa sin saber qué 
actitud tomar ante pareceres tan dispares, dejando la misma fórmula 
en la nueva redacción del esquema que presentó a los padres concilia-
res en el año 1964. La razón de esta decisión la explicita la Relatio 
que justificaba aquella ulterior redacción: «La Comisión, tras larga 
y madura discusión, ha decidido mantener el texto; pues aunque el 
derecho nativo de los fieles de constituir asociaciones con fines sobre-
naturales sólo se reconoce implícitamente en el Código de Derecho 
Canónico (c. 684), sin embargo en el Decreto de la S. C. del Concilio, 
de 13 de noviembre de 1920 (Corrienten.), se afirma con toda clari-
dad» 20. 
La redacción del esquema del año 1965 introdujo modificaciones 
importantes en la formulación del derecho de asociación de los fieles. 
16. Cfr. L. MARTÍNEZ SISTACH, a.c., 219; A. DEL PORTILLO, a.c., 135. 
17. Cfr. L. MARTfNEZ SISTACH, a.c., 219. 
18. Así, en la tercera parte de la Relatio de la Comisión que acompañaba 
y presentaba el texto del esquema de 1964, unos Padres conciliares abogaban 
por una limitación de esta libertad de asociación y la correspondiente sujeción 
a la autoridad eclesiástica. Queremos reprodocir aquí estas opiniones: "Unus 
Pater timet ne redactio nimiam libertatem praebeat laicis. Necesse est ut sem-
per tum fundatio, tum organizatio novae associationis submittantur auctori-
tati dioecesani» (Schema Decreti De Apostolatu laicorum, Typis PoI. Vaticanis 
1964, 46). A dos Padres les desagradó esta afirmación de semejante libertad, 
aduciendo estas razones: «a) laici nequeunt a priori et doctrinaliter affirmari 
'liberi' a regimine Sacrae Hierarchiae in materia quae est de se propria eiusdem; 
b) laici possunt es se ob statutum ecclesiasticum liberi aliquid faciendi in aposto-
latu si et quando et quantum hoc placuerit auctoritati competenti sed servari 
debet facultas eiusdem auctoritatis competentis concedendi et non concedendi. 
Quod revera negatur si principium generale statuitur sensu expresso in texto 
schematis» (Id.). Finalmente, otro Padre conciliar propuso la siguiente correc-
ción del texto que debería rezar así: «Salva debita auctoritatis Hierarchiae li-
centia et cum subordinatione, libertas laicorum ... agnoscatur» (Id.). 
19. «Item alii Patri -afirma aquella Relatio- placet affirmatio libertatis 
laicorum et optat ut laici cognoscant illam libertatem» (Id.). 
20. Id. 
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Es la fórmula definitiva que reza asü «Guardada la debida relación 
con la autoridad eclesiástica, los laitos tienen el derecho de fundar y 
dirigir asociaciones y de afiliarse a lás fundadas». Como puedeobser-
varse, dicha formulación explicita el término ius en lugar de libertas, 
sustituyendo el vocablo organizandisque no facilitaba la inteligencia 
de la proyección de aquel derecho, por la expresión condere et mo-
derari. Asimismo se suprimió el adverbio praesertim a que antes nos 
hemos referido 21. 
Estas modificaciones fueron motivadas por un deseo de clarificar 
y propugnar más el derecho de asociación de los fieles para fundar y 
dirigir asociaciones, como el mismo Relator afirmó: «Algunos Padres 
desean que se afirme mejor la libertad de los laicos para fundar y 
dirigir asociaciones. El texto ha sido enmendado en este sentido» 22. 
Esta actitud de la Comisión se mantuvo hasta el momento de la apro-
bación definitiva del esquema, respondiendo en este sentido a las en-
miendas de última hora que contribuyeron no solamente para que la 
Comisión manifestara que no compartía los temores de aquellos Pa-
dres que consideraban la afirmación de la libertad de asociación como 
muy peligrosa, sino también para precisar los conceptos 23. 
El documento conciliar examinado se refiere solamente a los lai-
cos. Pero el Concilio propugnó el derecho de asociación de todos los 
fieles. En primer lugar, porque los fundamentos del referido derecho 
son comunes a todos los bautizados. Se trata de un derecho funda-
mental y, como afirma Viladrich, esta categoría de derechos se llaman 
fundamentales «porque corresponden sin ningún género de distinción 
a todos los bautizados, por cuanto esta es la condición común más 
radical entre todas las que pueden atribuirse a los fieles en la convi-
vencia social» 24. 
Y, en segundo lugar, la Comisión Conciliar responsable del decre-
to Presbyterorum Ordinis manifestó claramente que los sacerdotes 
como los laicos son sujetos de un auténtico derecho de asociación, 
al rechazar un modum en el que se pedía que no existiesen otras aso-
ciaciones sacerdotales que las fundadas y moderadas por el Obispo 
diocesano. Reproducimos textualmente la respuesta de la Comisión: 
«Atendida la dignidad de la naturaleza humana, no puede negarse a 
21. Cfr. L. MARTíNEZ SISTACH, .O.C., 221; . 
22. J. PERARNAU, Decreto sobre el apostolado de los laicos (Barcelona 1968) 
p. 259. 
23. Cfr. Schema Decreti De Apostolatu laicorum, de 20 de octubre de 1965 
(Typis PoI. Vaticanis 1965) 101-102. 
24. Teoría de los derechos fundamentales del fiel (Pamplona 1969) 356. 
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los presbíteros aquello que el Concilio declaró congruo para los se-
glares, puesto que es conforme al derecho natural» 25. 
Así, podemos afirmar con Alvaro del Portillo que el derecho de 
asociación de los fieles constituye un auténtico ius nativum: «No cabe 
la menor duda de que la posibilidad de los fieles -laicos y clérigos-
de formar asociaciones es un verdadero derecho natural -no una sim-
ple facultad- que no deriva de una concesión de la autoridad ecle-
siástica. Todos los intentos de configurarlo como simple facultad o 
como una concesión de la jerarquía fueron rechazados por el Con-
cilio» 26. 
El derecho de asociación de los fieles participa de la naturaleza 
eclesial. Incide en él el gran principio de la comunión eclesial. Comu-
nión que abarca también las relaciones del derecho de asociación (su 
ejercicio) con la función propia de la autoridad eclesiástica. Obsérvese 
que al propugnarlo, el Concilio lo ha afirmado con la expresión: «Guar-
dada la relación debida con la autoridad eclesiástica» 27. 
Toda acción y acontecimiento eclesial participa de la naturaleza 
peculiar de la Iglesia. El Concilio ha subrayado la realidad común 
de todos los miembros del pueblo de Dios sin ocultar los distintos 
ministerios que aquéllos deben realizar para conseguir el bien común 
de todo el pueblo. Si bien es verdad que el sacerdocio ministerial y 
el común de los fieles son distintos en su esencia, no significa de nin-
gún modo que se excluyan mutuamente, sino que son necesariamente 
complementarios. «El sacerdocio común de los fieles y el sacerdocio 
ministerial o jerárquico -afirma la Lumen gentium- aunque dife-
rentes esencialmente y no sólo en grado, se ordenan, sin embargo, el 
uno al otro, pues ambos participan a su manera del único sacerdocio 
de Cristo» 28. 
Por otra parte, la comunión eclesial -como afirma la segunda 
nota explicativa de la Constitución Lumen gentium- no tiene el sen-
25. Schema Decreti «Presbyterorum Ordinis», textus recognitus et modi 
(Typis PoI. Vaticanis 1965) 68. BONET en un substancioso estudio sobre las aso-
ciaciones sacerdotales, años antes del Concilio, afirmaba lo mismo con estos 
términos: «El clérigo, por razón de su estado clerical no ha dejado de ser cris-
tiano y, por lo tanto, puede, como los demás fieles, asociarse para un fin ho-
nesto, con tal que éste sea compatible con las obligaciones de su estado» (Aso-
ciaciones sacerdotales de perfección, en «Actas del Congreso Nacional de Per-
fección y Apostolado», vol. 1, Madrid 1957, 542). Y el referido autor concluía: 
«No vemos que en buena doctrina jurídica se pueda negar a los clérigos la 
libre iniciativa de asociación» (Id.). 
26. O.c., 139. 
27. Decreto Apostolicam actuositatem; n. 19. 
28. Núm. 10. 
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timo «de un afecto indefinido, sino el de una realidad organzca, que 
exige una forma jurídica y que a la vez está animada por la caridad. 
Por esto la Comisión determinó, casi por unanimidad, que debía es-
cribirse 'en comunión jerárquica'» 29. La vinculación con la jerarquía 
entendida en el contexto de la comunión jerárquica no constituye nin-
guna limitación indebida a la libertad de los fieles en el ejercicio de 
sus derechos fundamentales. Estos derechos participan por su misma 
naturaleza de dicha comunión 30. 
La comunión jerárquica requiere un mínimo que el Concilio ha 
concretado en el inicio del n. 24 del decreto Apostolicam actuositatem, 
con estos términos: «Es misión de la jerarquía fomentar el aposto-
lado seglar, dar los principios y las ayudas espirituales, ordenar el 
ejercicio del apostolado al bien común de la Iglesia y vigilar para que 
se guarden la doctrina y el orden». Esta relación con la jerarquía, tal 
como nos la presenta el Concilio, está cimentada en aquellos dos gran-
des principios sociales y eclesiales de la subsidiaridad y del bien co-
mún. Por una parte, hay la personalidad estática y dinámica de todo 
bautizado, protegida en esta comunión jerárquico-eclesial por el prin-
-cipio de subsidiaridad. No en vano, el texto citado empieza recordando 
a la autoridad eclesiástica que promueva y ofrezca la ayuda espiritual 
y los principios doctrinales que precisen los fieles para la realización 
de su vocación edesial. Asimismo, todas las iniciativas y actuacio-
nes eclesiales promovidas por la moción del Espíritu Santo con el 
subsidio de la jerarquía, deben orientarse a conseguir la única misión 
,del Pueblo de Dios; pl'eocupación del bien común eclesial. 
Estos dos grandes principios que se incluyen en las dos coordena-
,das eclesiales de la misión y de la comunión, han de tenerse muy pre-
sentes en la regulación que se hace del derecho de asociación de los 
fieles y también en toda la actividad que realicen las asociaciones 
eclesiales. El sacerdocio común de los fieles y el sacerdoCio jerárquico 
se ordenan el uno para el otro (comunión) y ambos participan del único 
sacerdocio de Cristo (misión). Sin esta actitud fundamental, resultará 
muy difícil que el derecho canónico regule eficazmente el derecho de 
asociación de los fieles. 
29. Nota explicativa 2.-
30. El Decreto conciliar Unitatis redintegratio afirma lo siguiente: «Jesu-
-cristo quiere que por medio de los Apóstoles y de sus sucesores, esto es, los 
Obispos con su cabeza, el sucesor de Pedro, por la fiel predicación del Evan-
gelio y por la administración- de los sacramentos, así como por el gobierno 
en el amor, operando el Espíritu Santo, crezca su pueblo y se perfeccione la 
comunión de éste en la unidad" (Núm. 2). 
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El derecho de asociación en el Código 
El Código propugna explícitamente el derecho de asociaClOn de 
los fieles. Establece este principio programático en el elenco de los 
deberes-derechos fundamentales de los fieles, es decir, común a todos 
los bautizados. Así, el c. 215 determina: «Los fieles tienen la facultad 
de fundar y dirigir libremente asociaciones para fines de caridad o pie-
dad o para fomentar la vocación cristiana en el mundo». 
Esta norma propugna el derecho de asociación. Se observa que 
no emplea el término ius, como en la mayoría de los restantes cáno-
nes que establecen los deberes-derechos fundamentales de los fieles. 
Por el contexto de la regulación que se hace del derecho de asocia-
ción en el Código 3\ aquella facultad se identifica con derecho. No obs-
tante, hubiera sido preferible emplear el término ius. Especialmente, 
si tenemos en cuenta la historia de la redacción del texto del n. 19 del 
decreto conciliar Apostolicam actuositatem. En las primeras redaccio-
nes se usaba el término libertas. Ello no satisfizo a todos los padres 
conciliares, presentando las correspondientes enmiendas que se carac-
terizaban por el deseo de propugnar abiertamente el derecho de asocia-
ción en la Iglesia 32. El término libertad aparecía como algo tímido 33. 
Así, la redacción definitiva de 1965 explicita el «derecho de fundar y 
dirigir asociaciones y afiliarse a las fundadas». Por ello, consideramos 
que hubiera sido mejor emplear la misma fórmula conciliar. 
Asimismo, el c. 278 § 1 establece un principio similar respecto de 
los clérigos: «Los clérigos seculares tienen derecho de asociarse con 
otros para alcanzar fines que estén de acuerdo con su estado clerical». 
Este enunciado que emplea el término ius confirma la observación 
hecha respecto del c. 215 que es un principio programático más general, 
pues se refiere a todos ¡'os fieles. 
Con relación a la regulación del ejercicio del derecho de asociación 
de los fieles, en los cánones que establecen los derechos fundamentales 
de los fieles, se dan los siguientes principios generales: «En el ejer-
cicio de sus derechos, tanto individualmente como unidos en asocia-
ciones, los fieles han de tener en cuenta el bien común de la Iglesia, 
así como también los derechos ajenos y sus deberes respecto a otros» 34. 
Y también: «Compete a la autoridad eclesiástica regular, en atención 
al bien común, el ejercicio de los derechos propios de los fieles» 35. 
31. Cfr. Can. 298-329. 
32. Cfr. L. MARTÍNEZ SISTACH, O.C., 218-223 . 
33. Cfr. Id. 
34. Can. 223 § l. 
35. Can. 223 § 2. 
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Consideramos que hay otro principio importantísimo establecido en 
el primer canon de aquel elenco de deberes y derechos de los fieles. 
Es el principio de la comunión eclesial explicitado en el c. 209 § 1: «Los 
fieles están obligados a observar siempre la comunión con la Iglesia, 
incluso en su modo de actuar». 
Regulación del derecho de asociación 
El Código dedica los cánones 298-329 a regular el ejercicio de aque-
llos principios programáticos sobre el derecho de asociación de los 
fieles. 
Esta materia está ubicada en el Libro 11 dedicado al Pueblo de 
Dios. Más en concreto, en la Parte I y Título V. Pero esta sistemática 
de nuestra materia sufrió diversas modificaciones a lo largo de los 
distintos esquemas de reforma del Código de 1917. En el esquema de 
1977, la regulación de las asociaciones de fieles estaba colocada en la 
Parte I que trataba de las personas en general. En su Título I sobre 
los fieles, se dedicaba el Capítulo 111 a nuestra materia, distribuida 
en cuatro artículos: 1) Cánones introductorios; 2) Normas comunes 
a todas las asociaciones; 3) Asociaciones públicas de fieles; 4) Aso-
ciaciones privadas de fieles. Las normas especiales sobre asociaciones 
de fieles laicos figuraban en la Parte 11 que trataba de los fieles en 
concreto. 
En el esquema de 1980 se dieron algunas modificaciones impor-
tantes. En primer lugar, la Comisión de acuerdo con las observaciones 
recibidas de los miembros de la Comisión, de las Conferencias Episco-
pales, de los Dicasterios de la Curia Romana, de las Universidades 
y Facultades eclesiásticas y de los Superiores de los Institutos de vida 
consagrada, unificó todo el derecho de asociación en un único lugar. 
Comprendía no solamente las asociaciones de fieles, sino también las 
restantes formas asociativas eclesiales, como son los institutos de vida 
consagrada y las sociedades de vida apostólica. Todo ello figuraba en 
la Parte 111 del Libro 11, con tres secciones: 1) dedicada a los institutos 
de vida consagrada; 2) dedicada a las sociedades de vida apostólica; 
3) dedicada a las asociaciones de fieles. 
En consecuencia, se constataba otra innovación respecto del es-
quema de 1977. La materia de las asociaciones de fieles se distribuía 
en cuatro capítulos. Se suprimían los cánones introductorios y como 
capítulo cuatro figuraban aquellas normas especiales sobre asociacio-
nes de laicos. 
En la reunión plenaria de 1981, integrada por los Cardenales que 
formaban la Comisión y los 36 nuevos miembros que el Papa Juan Pa-
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blo n integró, se trató de la sistemática de nuestra materia en el con-
junto del Libro n. Se vio poco conveniente que estuviesen en una mis-
ma sección las asociaciones de fieles y aquellas restantes formas aso-
ciativas. Se dejó a la secretaría de la Comisión un estudio más pro-
fundo del tema. 
El esquema de 1982 fue el que se presentó al Santo Padre, el 22 
de abril de 1982, y contiene el trabajo realizado por la secretaría de 
la Comisión. En dicho esquema se separaba la regulación de las aso-
ciaciones de fieles de la de los institutos de vida consagrada y socie-
dades de vida apostólica. Aquellas asociaciones figuraban en el Títu-
lo IV de la Parte I del Libro n, con la misma distribución de cuatro 
capítulos como en el esquema de 1980. 
El texto promulgado no sufrió otra modificación por lo que res-
pecta a nuestra materia, que la de figurar en el Título V, dado que 
el Título IV se dedica a las Prelaturas personales 38 . 
En concreto, pues, la regulación de las asociaciones de fieles está 
ubicada en el Libro n, Parte 1, Título V, incluyendo los siguientes ca-
pítulos: 1) Normas comunes (c. 298-311); 2) De las asociaciones pú-
blicas de fieles (c. 312-320); 3) De las asociaciones privadas de fieles 
(c. 321-326); 4) Normas especiales de laicos (c. 327-329). En total se 
dedica a nuestra materia 31 cánones. 
La ubicación de las asociaciones de fieles en la Parte 1, que trata 
de los fieles en general, tiene una importante consecuencia jurídica 
que constituye a la vez una novedad respecto del Código de 1917. En 
éste, se trataba de las asociaciones en la Parte nI dedicada a los laicos, 
lo que podía parecer que solamente ellos tuvieran en la Iglesia derecho 
a asociarse, con la excepción expresa de los religiosos que se contem-
plaba en el c. 693 § 4. En la sistemática del nuevo Código se pone en 
evidencia, coherentemente con el c. 215, que todos los fieles (clérigos, 
religiosos y laicos) tienen reconocido aquel derecho de asociación y 
pueden formar parte legítimamente de las asociaciones eclesiales 37. 
Las normas que regulan las asociaciones de fieles, como se ha di-
cho y establece el primer canon de esta materia, no se refieren a los 
institutos de vida consagrada ni a las sociedades de vida apostólica, 
sino únicamente a las restantes asociaciones existentes en la Iglesia 38. 
Es decir, aquellas asociaciones de fieles, clérigos o laicos, o clérigos 
junto con laicos, que trabajando unidos, buscan fomentar una vida más 
36. Cfr. P. G. MARCUZZI, Le associazioni dei fedeli nel nuovo Codice di Di· 
ritto Canonico, en «Apollinaris» 56 (1983) 454-464. 
37. Cfr. Ibídem, 459. 
33. Cfr. Can. 298 § 1. 
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perfecta, promover el culto público, o la doctrina cristiana, o reali-
zar otras actividades de apostolado. 
Entre estas asociaciones de fieles, el Código distingue las clerica-
les, las terceras órdenes y las de laicos. No interesan para nuestro es-
tudio las primeras que vienen definidas en el c. 302, están formadas 
por clérigos, hacen suyo el ejercicio del orden sagrado y son recono-
cidas como tales por la autoridad competente. Nuestro estudio se con-
cretará únicamente en las restantes, poniendo énfasis especial en las 
asociaciones de laicos, es decir, aquellas que están integradas única-
mente por laicos, que son la casi totalidad de las asociaciones de fieles, 
las cuales podrán ser asociaciones privadas o bien asociaciones pú-
blicas. 
Para presentar esta regulación conviene tener presente que no po~ 
demos limitarnos al capítulo IV que trata de las Normas especiales 
de las asociaciones de laicos. Fundamentalmente porque dichas nor-
mas especiales presuponen las dadas en los tres capítulos anteriores 
y porque los tres cánones que las componen son más bien exhorta-
ciones. 
Asociaciones privadas de fieles 
El c. 299 § 1 establece que la asociación privada se constituye me-
diante el acuerdo privado entre los fieles, por libre iniciativa de los 
mismos, para conseguir unos fines eclesiales. 
El acto constitutivo de estas asociaciones es únicamente la libre 
iniciativa y vinculación de todos sus miembros. Como afirma Alvaro 
del Portillo, «la causa eficiente del vínculo asociativo -o sea aquello 
que constituye la asociación- no es la autoridad eclesiástica, sino la 
voluntad concurrente de los fieles que se asocian» 39. Podemos afirmar 
que la regulación y reconocimiento jurídico de las asociaciones priva-
das traduce en la práctica aquel principio fundamental establecido en 
el c. 215: «Los fieles tienen la facultad de fundar y dirigir libremente 
asociaciones» 40. 
El Código ha sido coherente con lo propugnado por el decreto con-
ciliar Apostolicam actuositatem respecto de esta naturaleza de asocia-
39. Ius associationis et associationes fidelium iuxta Concilii Vaticano 11 
doctrinam, en «Ius Canonicum» 8 (1968) 13. 
40. Como muy bien reconoce HENDRIKS, "Principium libertatis potissimum 
fulget in consociationibus privatis condendis» (Consociationum fidelium appro-
batio et statuta, en "Periodica» 73, 1984, 177). 
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ciones. En el n. 24 explicita como primer grado de relación de los 
fenómenos asociativos con la jerarquía lo siguiente: «Hay en la Iglesia 
muchas obras apostólicas constituidas por libre elección de los laicos 
y dirigidas por su prudente juicio» 41. Esta categoría de asociaciones 
existían ya antes del Concilio. Se denominaban laicales, privadas o de 
hecho. Si bien el Código de 1917 no las reconoció -dado que en el 
c. 686 establecía que solamente existían en la Iglesia las asociaciones 
eclesiásticas, es decir, las erigidas y aprobadas por la autoridad ecle-
siástica-, no por ello dejaba a las asociaciones laicales o privadas 
como inexistentes o ilícitas en la Iglesia. Prueba de ello fue el Decreto 
de la c:ausa Corrientes, de la S. Congregación del Concilio, de 13 de 
noviembre de 1920. Dicho documento confirma, a los dos años de haber 
entrado en vigor aquel Código, la distinción entre confraternidades lai-
cales y eclesiásticas constituyendo el criterio de distinción la distinta 
intervención de la autoridad eclesiástica. En las primeras no interviene 
la referida autoridad 42. 
Para que una asociación privada sea reconocida como tal por el 
ordenamiento canónico vigente se requieren dos condiciones: que los 
fines de la misma sean conformes a los establecidos en el c. 298 § 1 
Y que sus estatutos sean reconocidos (recognoscantur) por la autoridad 
eclesiástica competente 43. 
Con relación a los fines propios de las asociaciones privadas, el 
c. 299 § 1 hace referencia explícita a los c. 298 § 1 Y 301 § 1. En el pri-
mero. de ellos se establece de manera general para todas las asociacio-
nes de fieles los siguientes fines: «Fomentar una vida más perfecta, 
promover el culto público, o la doctrina cristiana, o realizar otras 
actividades de apostolado, a saber, iniciativas para la evangelización, 
el ejercicio de obras de piedad o de caridad y la animación con espí-
ritu cristiano del orden temporal». 
Como puede observarse, la norma canónica describe un elenco de 
fines muy amplio, que coinciden con la acción apostólica eclesial 44 • 
41. Cfr. L. MARTíNEZ SISTACH, a.c., 238. 
42. Cfr. AAS 13 (1921) 135. 
43. Cfr. Can. 299 § 3. 
44. Obsérvese que los fines señalados en el c. 298 coinciden con los expues-
tos en el Decreto conciliar Christus Dominus: «Promuénvanse y favorézcanse 
también las asociaciones que directa o indirectamente buscan el fin sobrena-
tural, esto es, conseguir una vida más perfecta, para anunciar a todos el Evan-
gelio de Cristo, para promover la doctrina cristiana y el incremento del culto 
público, para buscar los fines sociales o para realizar obras de piedad y de 
caridad» (Núm. 17). y el Decreto conciliar Apostolicam actuositatem señala tam-
bién unas finalidades de las asociaciones apostólicas de los laicos: «Las asocia-
ciones del apostolado son muy variadas: unas se proponen el fin general apos-
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Se trata, además, de un canon incluido en las normas comunes para 
las asociaciones de fieles tanto públicas como privadas. Por ello, tra-
tándose de asociaciones privadas la referencia al c. 301 § 1 limita las 
finalidades propias de aquellas asociaciones 45. Así, se excluyen aquellos 
fines que son específicos de las asociaciones públicas, es decir, «trans-
mitir la doctrina cristiana en nombre de la Iglesia, o promover el culto 
público o perseguir otros fines reservados por su misma naturaleza 
a la autoridad eclesiástica». 
Por lo que se refiere a la segunda condición, dichas asociaciones 
han de tener sus estatutos reconocidos por la autoridad eclesiástica 
competente. El término empleado en el c. 299 § 3 es el de «recognoscan-
tur». ¿En qué consiste exactamente esta intervención de la autoridad 
eclesiástica respecto de los estatutos de una asociación para que pue-
da ser considerada ésta como privada a tenor del Código? 
En primer lugar, en el Código se emplea el mismo término latino 
en distintos cánones y materias. Así, por ejemplo, en los siguientes 
cánones: 299 § 3, 446, 451, 456, 699 § 2, 838 § 2 Y 3, 1120 Y 1583. El 
referido término tiene distintos matices según el contexto o materia. 
Lo confirma la traducción castellana del Código que emplea los térmi-
nos de reconocer (en 3 de ellos), revisar (en 5) y aprobar (en 1). 
En segundo lugar, podemos afirmar que no se trata de la aproba-
ción de los estatutos por parte de la autoridad eclesiástica. El mismo 
Código regulando las asociaciones privadas de fieles distingue entre 
«recognoscantur» y «probata», refiriéndose a la distinta intervención 
de la autoridad eclesiástica respecto de los estatutos de dichas aso-
ciaciones. Así, tratándose de asociaciones privadas sin personalidad 
jurídica emplea el término «recognoscantur» y con relación a dichas 
tólico de la Iglesia; otras buscan de un modo especial los fines de la evangeli-
zación y de la santificación; otras persiguen la inspiración cristiana del orden 
social, otras dan testimonio de Cristo, especialmente por las obras de miseri-
cordia y de caridad» (Núm. 19). Si bien el texto no menciona explícitamente 
«promover el culto público o la doctrina cristiana», dichas finalidades están 
implícitas en el referido texto, dado que el «fin general del apostolado de la 
Iglesia» las incluye, si tenemos en cuenta lo que entiende el decreto conciliar 
por apostolado. Así, en el n. 6 de dicho documento se afirma: «El apostolado 
de la Iglesia ... se ordena, ante todo, al mensaje de Cristo, que hay que revelar 
al mundo con las palabras y las obras, y a comunicar su gracia». 
45. Como observa BONNET, las asociaciones privadas tienen dos elementos 
configurativos. Uno positivo, que consiste en estar constituidas por el arbitrio 
de los fieles y por su propia autoridad. El segundo, negativo, respecto de las 
finalidades que no pueden perseguir dichas asociaciones, puesto que son pro-
pias de las asociaciones públicas (De Christifidelium consociationum lineamen-
torum, iuxtal Schema 'De Populo Dei' Cidicis recogniti anni 1979, adumbratione, 
en «Periodica» 71 1982, 567). 
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asociaciones pero con personalidad jurídica usa el término «proba· 
ta»~. Si bien esta distinción no ofrece el significado exacto y preciso 
de aquel término que nos ocupa, sí que al menos excluye que se 
trate de la aprobación de los estatutos de la asociación por parte de 
la autoridad eclesiástica competente. 
En tercer lugar, conviene tener presente para interpretar el signi-
ficado jurídico de aquel término empleado en el c. 299 § 3, la mens 
legislatoris. En el esquema novissimum no figuraba el párrafo tercero 
del c. 299 promulgado. Según aquel esquema, para que una asociación 
pudiera ser considerada como privada no se exigía intervención de la 
autoridad eclesiástica respecto de sus estatutos. Pero los miembros de 
la Comisión para la reforma del Código propusieron enmiendas. Dos 
de ellas se refieren a nuestra cuestión. 
Una enmienda pedía añadir al esquema un nuevo canon con este 
contenido: «Nulla in iure ecclesiastico recognóscitur consociatio, quae 
a competente ecclesiastica auctoritate non fuerit erecta vel saltem 
approbata». La razón que se aducía era que de lo contrario la auto-
ridad eclesiástica no podría ejercer la vigilancia respecto de dicha 
asociación y disolver, en su caso, la asociación 47. Se proponía, pues, 
que al menos la asociación fuera aprobada por la autoridad. Y la 
secretaría de la Comisión admitió la enmienda, afirmando que se re-
cogía en la respuesta que daba a la otra enmienda presentada y rela-
tiva al c. 674, en que se acordó redactar el nuevo párrafo que coincide 
con el tercero del c. 299 promulgado 48. 
Con todo, la enmienda fue aceptada sólo en parte, porque en el 
texto del nuevo párrafo incorporado al esquema no se emplea el tér-
mino «approbantur» sino el de «recognoscantur». Esta actitud de la 
secretaría de la Comisión es coherente con la doctrina conciliar acerca 
del derecho de asociación de los fieles. Porque la enmienda antes trans-
46. Cfr. Can. 299 § 3 Y 322 § 2, respectivamente. 
47. Cfr. «Communicationes» 15 (1983) 87. 
48. Este era el razonamiento: «lus enim associationis est quidem ius na· 
turale nullum requirens ex parte auctoritatis. Vt autem agnitio alicuius as so-
ciationis in iure haberi possit, requiritur ut eius exsistentia aliquo modo constet: 
ita ex. gr., ius civile exigit saltem inscriptionem associationis in albo. Ideo as so· 
ciationes in Ecclesia debent quoque participem reddere auctoritatem de earum 
exsistentia. Immo, eiusdem auctoritatis ecclesiasticae est quodam testimonium 
emittere de christiana authenticitate talis associationis, necnon eius finium et 
mediorum, ita ut nihil in ipsis adversetur doctrinae, disciplinae vel integritati 
morum. His omnibus attentis, placet ... nova § 3 can. 674 addatur sequentis te· 
noris: 'Nulla christifidelium consociatio privata in Ecclesia agnoscitur, nisi 
<:uius statuta ab auctoritate competenti recognoscantur» (<<Communicationes», 
15, 1983, 82·83). 
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crita coincidía con la regulación que establecía el Código de 1917 res-
pecto de las asociaciones eclesiales. Basta recordar que el c. 686 § 1 
de aquel Código reconocía sólo en la Iglesia las asociaciones erigidas 
o aprobadas por la autoridad eclesiástica. 
Al justificar el nuevo texto del párrafo tercero mencionado se 
indica de alguna manera el significado del término «recognoscantur». 
Así, se afirma: «Associationes in Ecclesia debent quoque participem 
reddere auctoritatem de earum existentia. Eiusdem auctoritatis eccle-
siasticae est quoddam testimonium emittere de christiana authentici-
tate talis associationis, necnon eius finem et mediorum, ita ut nihil in 
ipsis adversetur doctrinae, disciplinae vel integritati morum» 49. 
A tenor del contenido de esta justificación transcrita, con el térmi-
no «recognoscantur» se significa que la autoridad eclesiástica compe-
tente tiene conocimiento de la existencia de una asociación de fieles 
mediante la presentación de los estatutos y que dicha autoridad los 
examina para comprobar si su contenido está conforme o no con la 
doctrina, la disciplina y la integridad de las costumbres. Fruto de esta 
intervención la autoridad eclesiástica se pronuncia sobre la autenti-
cidad o no autenticidad cristiana o eclesial de dicha asociación. En 
caso afirmativo, la asociación es admitida en la Iglesia como privada, 
y en caso negativo no es admitida como tal. 
Esta intervención de la autoridad eclesiástica respecto de los es-
tatutos de una asociación, a tenor del contenido de aquella justifica-
ción y de las normas del Código, se refiere también a dos aspectos 
que establece el c. 325 § 3. Este canon trata de la actividad de la aso-
ciación, y según el c. 304 § 1 en los estatutos de una asociación debe-
rán constar, entre otros aspectos de la vida de la asociación, «el fin 
u objetivo social de la asociación y su modo de actuar». Los dos requi-
sitos señalados en el c. 325 § 3 son los siguientes: «Vigilar y procurar 
que se evite la dispersión de fuerzas, y ordenar al bien común el ejer-
cicio de su apostolado». 
Pero hay más todavía. Aquel reconocimiento que efectúa la autori-
dad eclesiástica respecto de los estatutos de una asociación, se extien-
de también al modo de actuar de la misma tal como queda configurado 
en los estatutos, que debe ser conforme -según establece el c. 304 
§ 1- con «la necesidad o conveniencia del tiempo y lugar». 
Resumiendo, el reconocimiento de los estatutos de una asociación 
por parte de la autoridad eclesiástica, ha de tener presente la confor-
midad de los mismos con: 
- la doctrina de la Iglesia y la integridad de las costumbres. 
49. Ibidem, 83. 
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las prescripciones del derecho común y particular vigentes. 
- la utilidad, evitando también la dispersión de fuerzas en el 
sentido que para unos mismos fines y para un mismo lugar se multi-
pliquen las asociaciones. 
- la necesaria o conveniente manera de actuar de la asociación 
según el lugar y tiempo. 
- el bien común de la Iglesia. 
En base a estos contenidos de la intervención de la autoridad 
eclesiástica y del principio general del bien común, aquella autoridad 
podrá determinar que para otorgar el reconocimiento de unos estatu-
tos presentados, consten en los mismos algunas cláusulas de relación 
de la asociación con la autoridad eclesiástica. Estas cláusulas no de-
berán ser contrarias al derecho común. La autoridad eclesiástica podrá 
establecerlas por decisión general o en cada caso. 
Estas cláusulas podrían ser, entre otras, las siguientes: 
- que la modificación de los estatutos aprobada legítimamente 
por la asociación precise del consiguiente reconocimiento de la auto-
ridad eclesiástica competente. 
- que la asociación dé cuentas anualmente a la autoridad ecle-
siástica. 
- que la asociación comunique a la autoridad eclesiástica el nom-
bre de los miembros elegidos para los cargos directivos de la asocia-
ción. 
Lógicamente la autoridad eclesiástica en virtud de su interven-
ción requerida para el reconocimiento de los estatutos de una asocia-
ción, podrá adoptar las siguientes decisiones: 
- comprobadas las conformidades antes expuestas, reconocer los 
estatutos, con lo cual la asociación queda configurada como privada 
a tenor del c. 299. 
- comprobado que no se dan o no se dan plenamente aquellas 
conformidades, exigir las modificaciones pertinentes con el fin de otor-
gar el reconocimiento prescrito una vez reformados los estatutos. 
- comprobado que no se dan las referidas conformidades y no 
hay voluntad eficaz por parte de la asociación para modificar debida-
mente los estatutos, negar el reconocimiento de los mismos, con lo cual 
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la asociación «no se admite en la Iglesia» oo. En esta hipótesis, cabe a 
los fieles interesados recurso según el cauce establecido en los c. 
1732-1739. 
Las asociaciones privadas pueden ser alabadas o recomendadas 
por la autoridad eclesiástica 51. Conviene observar que a pesar de ello 
las referidas asociaciones mantienen su naturaleza de privadas. Con-
cuerda con lo afirmado en el decreto conciliar Apostolicam actuosita-
temo Concretamente, en el n. 24, al referirse a las asociaciones que el 
Código denomina privadas, señala: «Por ello, no es raro que la jerar-
quía las alabe o recomiende». Esta intervención de la jerarquía signi-
fica una mayor implicación de la misma en las referidas asociaciones 
y ello justifica la siguiente exhortación conciliar: «Hay que apreciar 
debidamente todas las asociaciones del apostolado, pero aquellas que 
la jerarquía ha alabado, o recomendado o declarado urgentes ... han 
de apreciarlas sobremanera los sacerdotes, los religiosos y los laicos, 
y han de promoverlas cada cual a su modo» 52. 
El c. 300 establece que «ninguna asociación puede llamarse 'cató-
lica' sin el consentimiento de la autoridad competente, conforme a la 
norma del c. 312». La referida norma reproduce textualmente lo que 
afirmaba el n. 24 del decreto conciliar antes mencionado y es una con-
creción de aquel principio pragmático contenido en el c. 216. 
Podríamos preguntarnos qué significado tiene aquella norma con-
tenida en el c. 300. Porque toda asociación privada de fieles por per-
seguir unas finalidades previstas en el c. 298 § 1, es ya una asociación 
eclesial y católica. Sin embargo, no hay duda que en el marco socio-
lógico el testimonio ofrecido por una asociación puede tener una ma-
yor o menor trascendencia y eficacia según ~leve o no el nombre de 
católica 18. 
Autoridad competente para otorgar el reconocimiento 
El c. 299 § 2 y 3 no concreta cuál sea la autoridad eclesiástica com-
petente para el reconocimiento de los estatutos de una asociación pri-
vada. Esta laguna queda subsanada aplicando la ley dada para los 
50. Can. 299 § 3. Acerca de las asociaciones de fieles que no son reconoci-
das en la Iglesia, véase: J. M. PIÑERO, La ley de la Iglesia, vol. I (Madrid 
1985) 396. 
51. Cfr. Can. 299 § 2. 
52. Decreto Apostolicam actuositatem, n. 21. 
53. Cfr. L. MARTÍNEZ SISTACH, o.C., 240. 
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casos semejantes 54. Concretamente los c. 300 y 322. En ambos cánones 
se trata de asociaciones privadas y se hace referencia a la autoridad 
eclesiástica competente establecida en el c. 312. Así, pues, la autoridad 
competente es la siguiente: 
la Santa Sede, para las asociaciones universales e internacio-
nales. 
la Conferencia Episcopal, dentro de su territorio, para las aso-
ciacionesnacionales,es decir, aquellas que por su misma constitución 
miran a ejercer su actividad en toda la nación. 
- el Obispo diocesano, dentro de su propio territorio, para las 
asociaciones diocesanas. 
Cabe preguntarse si el Código otorga alguna competencia al Obispo 
diocesano para que una sección de una asociación privada nacional 
pueda constituirse en la diócesis. El Código no establece nada sobre 
el particular, a diferencia del caso de una asociación pública en las 
mismas circunstancias, que requiere para la validez el consentimiento 
del Obispo diocesano dado por escrito 55. 
Esta incompetencia del Obispo diocesano resulta incoherente, 
dado que el Código establece que la vigilancia de las asociaciones co-
rresponde, además de la Santa Sede, al Ordinario del lugar las dioce-
sanas y las otras en la medida en que trabajan en la diócesis 56. Por 
ello se ve muy conveniente e incluso necesario que en los estatutos 
de una asociación privada nacional se exija la constancia de una cláu-
sula que obligue a comunicar a los respectivos Obispos diocesanos 
la constitución de las secciones diocesanas, sus estatutos y sus sedes. 
Difícilmente podrá el Obispo vigilar la actuación de una asociación 
si no le constan estos datos. 
Asociaciones privadas con y sin personalidad jurídica 
Las asociaciones privadas de fieles pueden tener personalidad 
jurídica o no tenerla. A estas últimas se refiere el c. 310 que forma 
54. Cfr. Can. 19. 
55. Cfr. Can. 312 § 2. 
56. Cfr. Can. 305 § 1 Y 323 § 1. Que implícitamente aparece la necesidad. 
de la notificación previa al obispo diocesano, consta' además porque a tenor 
del Código estas asociaciones «están sujetas al tributo en favor del seminario» 
(Can. 264 § 1), el obispo tiene derecho a imponerles un tributo extraordinario. 
y moderl;\do (t;,fF. can.. .1261) y ha de «vigilar y procurar que se evite la disper--
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parte de las normas comunes, cuando en realidad hubiera tenido que 
situarse en el capítulo III que trata de las asociaciones privadas 57. 
Dichas asociaciones no son, como tales, sujetos de obligaciones y de-
rechos, puesto que no han adquirido la personalidad jurídica. No obs-
tante, por el reconocimiento que atribuye el ordenamiento canónico 
a las referidas asociaciones, los miembros conjuntamente pueden con-
traer obligaciones y adquirir y poseer bienes como condueños y copo-
sesores. El ejercicio de los derechos y obligaciones se realizará median-
te un mandatario o procurador. 
Pero las asociaciones privadas de fieles pueden adquirir persona-
lidad jurídica 58. Se trata de personalidad jurídica privada 59. Dicha 
personalidad se adquiere únicamente «por decreto formal de la auto-
ridad indicada en el c. 312» 60. Solamente pueden adquirir persona-
lidad jurídica aquellas asociaciones privadas cuyos estatutos hayan sido 
aprobados por la autoridad eclesiástica 61. Pero esta aprobación de 
los estatutos no modifica la naturaleza privada de la asociación. La 
personalidad jurídica tiene como consecuencia que la asociación en 
cuanto tal se constituye en sujeto de derechos y de obligaciones 62. 
La autoridad eclesiástica competente para aprobar los estatutos y 
dar el decreto formal para la adquisición de la personalidad jurídica 
es en concreto la que señala el c. 312 § 1: 
- la Santa Sede, para las asociaciones universales e interna-
cionales. 
- la Conferencia Episcopal, dentro de su territorio, para las aso-
Slon de fuerzas y que el ejercicio del apostolado se ordene al bien común» 
(San. 323 § 2). 
57. Cfr. P. A. BONNET, arto cit., 570. 
58. Cfr. Can. 322 § 2. 
59. Cfr. Can. 116 § 1. Parece ser que las asociaciones privadas pueden 
exigir la personalidad jurídica privada, observando los requisitos señalados en 
el derecho, según se desprende del contenido de la reunión de la Comisión 
Pontifica para la revisión del Código, de octubre de 1981: «Aliquo modo pro-
fluit ex libertate associationis a Concilio Vaticano II cIare asserta (AA 19; PO 8) 
et Concilium eam corroborat» (<<Communicationes» 14, 1982, 143). 
60. Cfr. Can. 322 § 1. Cabe observar que esta norma fue introducida por 
la Comisión, modificando el texto del esquema: «Mons. Segratario propone di 
sopprimere la parte del testo dove si ammette che una personalita privata 
giuridica si acquisti 'ipso iure'. Concordano tutti» (<<Communicationes» 12, 1980, 
125); P. LoMBARDÍA, Personas jurídicas públicas y privadas, en «Estudios de De-
recho Canónico y Derecho Eclesiástico» (Madrid 1983) 332. 
61. Cfr. Can. 322 § 2. 
62. Cfr. Can. 113 § 2. 
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ciaciones nacionales, es decir, que por su misma constitución miran 
a ejercer su actividad en toda la nación. 
-'- el Obispo diocesano, dentro de su propio territorio, para las 
asociaciones diocesanas. 
Asociaciones públicas de fieles 
Según el c. 301 § 3, las asociaciones públicas de fieles son las 
erigidas por la autoridad eclesiástica competente. Esta intervención 
de la autoridad es lo que define la naturaleza de las asociaciones públi-
cas, a diferencia de las privadas que son constituidas por la libre 
iniciativa de los fieles y solamente requieren el reconocimiento de sus 
estatutos. 
La finalidad de las asociaciones públicas no es lo que las ca-
racteriza, pues si bien en el c. 301 § 1 se determina que «corresponde 
exclusivamente a la autoridad eclesiástica competente el erigir asocia-
ciones de fieles que se propongan transmitir la doctrina cristiana en 
nombre de la Iglesia, o promover el culto público, o que persigan otros 
fines reservados por su misma naturaleza a la autoridad eclesiástica», 
en el § 2 se admite que «la autoridad eclesiástica puede erigir también 
asociaciones que directa o indirectamente busquen alcanzar otros fi-
nes espirituales» 63. 
63. Así lo exponía la Relatio de 1974, con estos términos: «Nello schema 
elaborato, e sembrato necessario abbandonare la divisione alquanto insuffi-
ciente per ragione dei fini delle associazioni, che possono invece essere meglio 
classificate ' ed ordinate ~iuridicamente secondo la loro natura istituzionale 
(pubbliche e priva te) e la' loro relazione con la competente autorita ecclesiasti· 
ca» (Communicationes» 6, 1974, 51). SCHULZ comenta que es acertada esta acti-
tud de la Comisión, superando el criterio antiguo del Código: «La divisione 
delle associazioni ecclesiastiche, finora usata dal C.LC., tra 'tertii ordinis saecu-
lares', 'confraternitates' e 'piae uniones', 'archiconfraternitates' et 'piae uniones 
primariae' si basa sul criterio di distinzione 'ratione finis'. Sembra, pero, che 
un tale criterio non e sufficiente per abbracciare tutti i fenomeni associativi 
nella Chiesa ... 1 Padri conciliari del Vaticano secondo, percio, hanno fatto bene 
a sottolineare in questo contesto che la base e lo scopo di ogni associazione 
ecclesiastica deve essere l'apostolato. Conseguentemente la varie forme giuri-
diche di associazioni dei fedeli non saranno piu classificate secondo il loro 
liCOpo, ma piuttosto secondo la loro propria posizione giuridica nei confronti 
della gerarchia» (le norme canoniche sul diritto ,di associazione, en «Apollina-
ris» SO, 1977, 159-160). Por lo que se refiere al último esquema, BONNET afirma: 
«Nulla nobis videtur quod attinet ratione finium adesse, ita ut sodalitas pu-
blica illa evadat, quae, ab ecclesiastica auctoritate constituta nomine Ecclesiae 
agat» (Art. cit., 582). 
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Con todo, llay una diferencia entre aquellos dos párrafos del c. 301. 
En el primero se señalan las asociaciones que únicamente pueden exis" 
tir en la Iglesia mediante erección por parte de la autoridad eclesiás-
tica. En el segundo, por el contrario·, son asociaciones que en sí serían 
privadas pero la autoridad puede erigirlas si a su juicio considera que 
las finalidades que persiguen no quedan atendidas de manera suficie11l-
te con la iniciativa privada. Con relación a estas asociaciones se da 
un supuesto de suplencia por parte de .al autoridad eclesiástica, la cual 
debe procurar que su intervención -necesaria por las circunstancias-
deje paso cuanto antes a la asunción de la propia responsabilidad por 
aquéllos a quienes corresponde M. 
Las asociaCiones públicas son constituidas por la autoridad, es de-
cir, por el iudicium et consilium 65 y la erección en persona jurídica pOl' 
parte de dicha autoridad 6S. Ahora bien, aquella decisión puede ser 
provocada por los fundadores de la asociación o por iniciativa propia 
de la misma autoridad eclesiástica. 
Por 10 que se refiere a las asociaciones públicas previstas en · el 
c. 301 § 1, conviene examinar más en concreto la naturaleza jurídica 
de las finalidades allí establecidas que son exclusivas de las asociacio-
nes públicas, dado que el c. 299 § 1 las excluye de las privadas. 
¿Qué significa in nomine Ecclesiae? Para comprender mejor su 
significado es preciso hacer una referencia a la personalidad jurídica 
pública regulada en el c. 116 § 1, dado que las asociaciones públicas 
son siempre erigidas en persona jurídica pública. 
El referido canon establece que «son personas jurídicas públicas ... 
las constituidas por la autoridad eclesiástica competente para que, 
dentro de los límites que se les señalan, cumplan en nombre de la 
Iglesia, a tenor de las prescripciones del derecho, la misión que se 
les confía mirando al bien público». En la discusión del Coetus apa-
reció una dificultad: «Sorge la questione posta da Mons. Segretario 
se le persone giuridiche possono agire sempre e dovunque 'nomine Ec-
clesiae'. El secondo Consultore afferma che l'agire 'nomine Ecclesiae' 
fa parte della sostanza di una persona giuridica che ha fini religiosi 
64. Cfr. GUTlÉRREZ, comentario al c. 301, en Código de Derecho Canónico, 
edición anotada (Pamplona 1983) 232. 
65. BONNET señala en esta intervención de la autoridad eclesiástica una dis-
tinción respecto de las asociaciones privadas: «In hoc magnum discrimen ha-
betur cum privatis associationibus, quae, e converso, voluntate et arbitrio 
christifidelium conformantur» (Art. cit., 582). 
66. La asociación pública goza siempre de personalidad jurídica mediante 
el mismo decreto de constitución de la asociación, y no en virtud del mismo 
derecho, según establece el can. 313. 
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perché una tale persona giuridica partecipa alla missione della Chie-
sa» 67. Pero este texto parece que se refiere a todas las personas jurí-
dicas, porque todas ellas por su misma definición persiguen fines 
eclesiales y en este sentido todas ellas obran «en nombre de la Iglesia». 
Si el significado de aquella expresión en el c. 116 § 1 fuera éste, 
la distinción referida entre personas jurídicas públicas y privadas se-
ría inútil. Por ello, aquella expresión debe significar algo más. Si con-
sideramos la Relatio de 1974, encontramos un elemento de sumo valor 
interpretativo. En dicha Relatio se afirma lo siguiente sobre las per-
sonas jurídicas públicas: « ... ad eos fines religionis ve! pietatis pro-
sequendos, quorum persecutio ... uni Ecclesiae auctoritati reservatur» 68. 
Así, la persona jurídica pública persigue unos fines de la Iglesia, es 
decir, unos fines de la autoridad eclesiástica. Por lo tanto, nomine 
Ecclesiae agere significa nomine auctoritatis agere, en nombre de 
aquella autoridad eclesiástica que constituye la persona jurídica pú-
blica 69. Esta conclusión coincide con e! texto de! c. 301 § 1 que exa-
minamos, pues después de explicitar dos finalidades posibles de las 
asociaciones públicas, señala una genérica que consiste en perse-
guir «otros fines reservados por su misma naturaleza a la autoridad 
eclesiástica». 
Pero en la noción de persona jurídica pública establecida en e! 
c. 116 § 1 se afirma también lo siguiente: «La misión que se les con-
fía mirando al bien público». Este inciso nos permite solucionar la 
dificultad que presenta -a la luz del significado que hemos atribuido 
a nomine Ecclesiae agere- la personalidad jurídica pública propia 
de las asociaciones públicas previstas en e! c. 301 § 2, es decir, de 
aquellas asociaciones que persiguen unas finalidades que en sí no son 
nomine auctoritatis. 
En las personas jurídicas públicas su fin y función están marca-
dos de publicidad jurídica, atendiendo de inmediato al bien común. 
y ello de diversas formas. Dos de ellas se dan en los párrafos del 
c. 301 por lo que se refiere a las asociaciones públicas. 
Así, en la hipótesis del c. 301 § 1, e! fin y función que se fija la 
asociación pública -y por ende la persona jurídica pública- entran 
de lleno dentro del fin y función global de la autoridad eclesiástica, 
es decir, están reservados por su naturaleza (canónica, al menos) a 
67. "Communicationes» 12 (1980) 124. 
68. «Communicationes» 6 (1974) 99. 
69. Cfr. F. COCCOPALMERIO, De persona iuridica iuxta schema Codicis novi, 
en «Periodica» 70 (1981) 384-385; G. FELICIANI, I diritti e doveri dei fedeli in ge-
nere e del laici in specie. Le associazioni, en «Il nuovo Cadice di Diritti Cano-
nico» (Bolonia 1983) 270. 
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la autoridad pública eclesiástica misma. Dicha autoridad encomienda 
a la asociación de fieles que actúe aquella finalidad y función concre-
tas «en nombre de la Iglesia» 70. Explícitamente se establece en el 
c. 313 acerca de las asociaciones públicas que quedan constituidas en 
persona jurídica en virtud del mismo decreto por el que las erige la 
autoridad eclesiástica y reciben así la misión en la medida en que lo 
necesiten para los fines que se proponen alcanzar · en nombre de la 
Iglesia. 
Pero examinemos más en concreto las distintas finalidades seña-
ladas en el c. 301 § 1. Por lo que se refiere a las dos primeras, es decir, 
«transmitir la doctrina cristiana en nombre de la Iglesia» y «promo-
ver el culto público», cabe preguntarse si son tareas que competen a 
los laicos en virtud del bautismo y de la confirmación. 
Respecto de la transmisión de la doctrina cristiana, el c. 759 es-
tablece que «en virtud del bautismo y de la confirmación, los fieles 
laicos son testigos del anuncio evangélico con su palabra y el ejem-
plo de su vida cristiana; también pueden ser llamados a cooperar con 
el Obispo y con los presbíteros en el ejercicio del ministerio de la pa-
labra». Nos interesa la segunda parte de esta norma. Por ministerio 
de la palabra, al que se dedica el Título 1, del Libro III, se incluye la 
predicación de la palabra de Dios (Cap. I) y la formación catequética 
(Cap. II). Con relación a la predicación de la palabra, el c. 766 afirma 
que «pueden ser admitidos a predicar en una iglesia u oratorio» y 
respecto de la catequesis, el c. 744 § 1 establece que «la solicitud por 
la catequesis, bajo la dirección de la legítima autoridad eclesiástica, 
corresponde a todos los miembros de la Iglesia en la medida de ca-
da uno». 
Así, aparece que los laicos tienen capacidad (<<sunt habiles», se-
gún el c. 228 § 1) para realizar aquella transmisión de la doctrina 
cristiana, individualmente o asociados entre sí, sin que ello sea una 
participación en la tarea específica de la jerarquía. Pero realizarlo 
nomine Ecclesiae, es decir, como corresponde a la función propia de 
la autoridad eclesiástica en aquella materia, ya no depende de su 
libre iniciativa. Precisan, como afirmaba el n. 33 de la constitución 
dogmática conciliar Lumen gentium y el n. 24 del decreto Apostoli-
cam actuositatem, que sean llamados a ello por la jerarquía, reciban 
este encargo de la misma para colaborar más inmediatamente con 
la función propia de aquella. En síntesis, los laicos poseen sólo una 
70. Cfr. L. DE ECHEVERRíA, comentario al can. 116, en Código · de Derecho 
Canónico, edición bilingüe comentada (Madrid 1983) 91. 
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capacidad radical para ello 71. En el caso de asociaciones que persi-
guen aquella finalidad, precisan que la asociación sea erigida por la 
autoridad eclesiástica, erección que comporta el reconocimiento del en-
cargo necesario, a tenor del c. 313. Este encargo concuerda más con 
la misión canónica que no con el mandato. Obsérvese que en el esque-
ma de 1980, el canon que nos ocupa venía redactado con estos tér-
minos: «Consociatio publica legitime ... mandatum et missionem, qua-
tenus requiritur ad fines quos sibi proponit nomine ecclesiasticae 
auctoritatis persequendos» 72. El texto promulgado no habla de man-
dato, pues en la discusión del Coetus se afirmó que el referido tér-
mino «ha dato luogo a controversie e diversita di interpretazioni» 73. 
Por el contrario, se conserva el término de misión, concretamente en 
el c. 313 que establece que «recibe la misión en la medida que lo 
necesite, para los fines que se propone alcanzar en nombre de la 
Iglesia». 
Con relación a la finalidad de «promover el culto público», 
el c. 834 § 2 establece que el culto público «se tributa cuando se ofre-
ce en nombre de la Iglesia por las personas legítimamente designadas 
y mediante aquellos actos aprobados por la autoridad de la Iglesia». 
El sacerdocio común de los fieles -por ende también de los laicos-
da capacidad para participar activamente en el culto cristiano. El 
c. 835 § 4 establece respecto de los laicos que «les corresponde tam-
bién una parte propia de la función de santificar, participando activa-
mente, según su modo propio, en las celebraciones litúrgicas». Pero 
coresponde a la jerarquía moderar, promover y custodiar toda la vida 
litúrgica, a tenor del c. 835 § 1. 
Los laicos tienen capacidad radical en virtud del sacerdocio co-
mún para participar en el culto público y, por ende, también asocia-
dos entre sí pueden perseguir la finalidad de promover el culto pú-
blico. Pero por la función que compete a la autoridad eclesiástica en 
esta materia, la asociación de fieles que intente aquella finalidad pre-
cisa de la erección por parte de la jerarquía, otorgándole la misión 
en la medida que la precise a tenor del c. 313. 
Finalmente, por lo que se refiere a la finalidad genérica expuesta 
en el c. 301 § 1, es decir, «perseguir otros fines reservados por su 
misma naturaleza a la autoridad eclesiástica», cabe dar la misma ex-
71. Cfr. O. ROBLEDA, Iurisdictio·Officium ecclesiasticum, en «Periodica» 59 
(1970) 687; L. MARTíNEZ SrsTAcH, Los laicos en oficios eclesiásticos y ministerios 
instituidos, en Instituciones Canónicas y Reorganización Jurídica (Salamanca 
1979) 172. 
72. «Communicationes» 12 (1980) 107. 
73. Id. 
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plicación que respecto de las dos primeras finalidades estableci.as 
en el referido canon. 
La otra hipótesis se refiere al c. 301 § 2. Aquí, la autoridad ecle-
siástica ejerciendo su función promotora-supletoria de subsidiaridad, 
toma la iniciativa y asume o crea una persona jurídica privada -y 
por ende asociación privada- y la eriie para un fin y función que 
no están suficientemente atendidos, de hecho, por la iniciativa priva-
da. Estas asociaciones públicas ejercerán su fin y su función -de 
suyo laicales- nomine Ecclesiae o nomine auctoritatis 74. Así, con 
relación a estas asociaciones públicas cabe atm con más propiedad 
aquel inciso del c. 313 por lo que respecta a la concesión de la misión 
por parte de la autoridad eclesiástica en virtud del decreto de erec-
ción. El inciso establece que la asociación recibe la misión «en la 
medida en que lo necesite para los fines que se propone alcanzar». 
Atendidas las finalidades de las asociaciones públicas previstas en el 
c. 301 § 2, que son por su naturaleza propias de los laicos, considera-
mos que la misión significa sólo el encargo de que persigan unas finali-
dades propias de la responsabilidad eclesial de los laicos pero que 
éstos no atienden suficientemente PQr su libre iniciativa. 
Autoridad eclesiástica competente para 
erigir asociaciones púhlicas 
El c. 312 estableec cuál es la autoridad ecelsiástica competente pa-
ra erigir asociaciones públicas de fieles. Es la siguiente: 
1) La Santa Sede para las asociaciones universales e internacio-
nales. La Signatura Apostólica dictó unas normas en noviembre de 
1968 acerca de la competencia de los distintos Dicasterios de la Cu-
ria Romana sobre las asociaciones de fieles. Si se trata de asociacio-
nes formadas por laicos, dichas asociaciones dependen ordinariamen-
te del Consejo para los Laicos, quedando a salvo la competencia de 
la Secretaría de Estado sobre los grupos católicos internacionales. De-
penden de la S. Congregación para la Evangelización de los Pueblos 
las asociaciones que se dedican exclusivamente a fomentar la coope-
ración de las misiones. Y son de la competencia de la S. Congregación 
para los Religosos aquellas asociaciones constituidas por un instituto 
de vida consagrada. 
74. Cfr. L. DE ECHEVERRÍA, comentario al can. 116, en Código de Derecho 
Canónico, edición bilingüe comentada (Madrid 1983) 92. 
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Por lo que se refiere a las asociaciones de clérigos -aunque no 
sean clericales, en el sentido del c. 302- así como también aquellas 
otras que admiten tanto a clérigos como a laicos, dependen de la 
S. Congregación para el Clero, si bien respecto de aquellas últimas 
la referida Congregación se pondrá de acuerdo con el Consejo para 
los Laicos en lo que se refiere a su actividad aposólica 75. 
2) La Conferencia Episcopal, dentro de su territorio, para las 
asociaciones nacionales, es decir, que por la misma erección miran a 
ejercer su actividad en toda la nación 76. Se trata de una competencia 
nueva atribuida por el derecho común a las Conferencias Episcopales, 
si bien dichas instituciones la venían ejerciendo con anterioridad al 
nuevo Código en virtud de una facultad concedida por la Santa Sede 
a petición de las propias Conferencias 77. Se trata de una competencia 
administrativa que la Conferencia Episcopal ejercerá de acuerdo con 
el c. 455. 
Nada establece el Código sobre la posible competencia para eri-
gir asociaciones públicas de fieles por parte de las asambleas de 
obispos de una región eclesiástica. A tenor del c. 434, la Santa Sede 
puede proveer sobre dicha competencia cuando se constituya la re-
gión eclesiástica 78. 
3) El Obispo diocesano -pero no el administrador diocesano-, 
dentro de su territorio, para las asociaciones diocesanas. Asimismo, 
75. Cfr. J. L. GUTIÉRREZ, comentario al can. 312, en Código de Derecho Ca-
nónico, edición anotada (Pamplona 1983) 236-237. 
76. Cfr. Can. 312 § 1, 2.° En la sesión del Coetus, de 21 de noviembre de 
1979, .se debatió sobre el texto. En el debate se trató de nuevo sobre la compe-
tencia de las Conferencias Episcopales. Una opinión era del parecer que la 
erección «essendo un atto amministrativo, competa essenzialmente al Vescovo 
locale dove l'associazione viene inizialmente eretta. Inoltre le Conferenze Episco-
pali hanno gia in certi casi potesta legislativa e · giudiziale: non venga loro 
attribuita anche quella amministrativa». Opinión distinta era la que defendía 
que la «vigilanza compete al Vescovo locale, ma l'erezione puo competere an-
che alle Conferenze Episcopali qualora l'associazioni venissero da essa stessa 
promesse o sorgessero non in una diocesi, ma in una nazione ed in un insieme 
di nazioni». Otra opinión concedía competencia a las Conferencias Episcopales, 
pero exigía la unanimidad de sus miembros para erigir una asociación, pues 
así el obispo diocesano «rimarrebbe competente por la diocesi e nel stesso 
tempo sarebbe competente come membro della Conferenza Episcopale» «<Com-
municationes» 12, 1980, 104-105; cf. L. MARTíNEZ SISTACH, La autoridad eclesiás-
tica competente para regular asociaciones supradiocesanas, en «Les droits 
fondamentaux du chrétien dans l'Eglise et dans la société», Fribourg 1981, 607). 
77. Cfr. Can. 686 del Código de 1917. 
78. Cfr. Can. 434. Véase: L. MARTíNEZ SISTACH, La autoridad eclesiástica 
competente para regular asociaciones supradiocesanas, en O.C., 595-610. 
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para la erección válida de una asociación o de una sección de la mis-
ma en una diócesis se requiere el consentimiento del Obispo diocesa-
no, dado por escrito, aun en el caso de que esa erección se haga por 
privilegio apostólico 79. 
Ulteriores intervenciones de la autoridad eclesiástica 
En las normas comunes sobre las asociaciones de fieles se esta-
blece un principio general acerca de la intervención de la autoridad 
eclesiástica respecto de aquellas asociaciones una vez erigidas o re-
conocidas. En las normas específicas para las asociaciones públicas 
y privadas de fieles se regulan otras intervenciones. Todo ello confi-
gura las distintas relaciones entre la autoridad eclesiástica y las aso-
ciaciones públicas, las asociaciones privadas con personalidad jurídi-
ca y las asociaciones privadas sin personalidad. jurídica. 
En el c. 305 § 1 se establece una norma común según la cual «to-
das las asociaciones de fieles están bajo la vigilancia de la autoridad 
eclesiástica competente... y están también bajo el régimen de esa 
autoridad». ASÍ, pues, dos son las funciones genéricas de la jerarquía 
respecto de las asociaciones de fieles: vigilancia y régimen. Conviene 
examinar por separado estas dos competencias y ello respecto de las 
distintas especies de asociaciones. 
1. Función de vigilancia 
El referido c. 305 § 1, común para las asociaciones públicas y pri-
vadas, establece que dichas asociaciones «están bajo la vigilancia de 
la autoridad eclesiástica competente, a la que corresponde cuidar de 
que en ellas se conserve la integridad de la fe y de las costumbres 
y evitar que se introduzcan abusos en la disciplina eclesiástica». Para 
01 ejercicio de este derecho compete a la autoridad «el deber yel 
derecho de visitar dichas asociaciones a tenor del derecho y de los 
estatutos» 80. 
Consideramos que este deber y derecho de visita se extiende a 
todas las asociaciones, tanto públicas como privadas. Con lo cual 
disentimos de algún comentarista que excluye del ámbito de la refe-
79. Cfr. Can. 312 § 1, 3.° Y § 2. 
80. Can. 305 § 1. 
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rida visita las asociacieJ!les privadas sin personalidad jurídica,ampa-
rándose en el texto del c. 3~7 § 1 en que se establece que «están suje-
tos a la visita episcopal ordinaria las personas, instituciones católicas, 
cosas y lugares sagrados que se encuentran dentro del ámbito de la 
diócesis» 81. Nuestra opinión afirmativa se funda en las siguientes ra-
zones: a) El c. 305 § 1 forma parte de las normas comunes sobre las 
asociaciones de fieles y, por ende, incluye a todas las especies de 
ellas, también a las privadas sin personalidad jurídica; b) El deber 
y el derecho de visita por parte de la autoridad eclesiástica es una 
consecuencia práctica según el texto del c. 305 § 1, que permite ejer-
cer la responsabilidad que tiene la autoridad eclesiástica de cuidar 
que se conserve la integridad de la fe y de las costumbres y evitar 
que se introduzcan abusos en la disciplina eclesiástica. y esta función 
corresponde a la autoridad respecto de todo fiel y de toda asociación. 
Es la mínima intervención de la jerarquía y así venía reconocida en 
el Decreto Corrientes respecto de las asocaciones que se denominaban 
laicales o de hecho 82; c) El c. 395 § 1 afirma que aquel deber y dere-
cho de visita se ejercerá a tenor del derecho y de los estatutos. En 
las normas específicas sobre asociaciones privadas de fieles no se ex-
cluye de aquella visita a las que no gozan de personalidad jurídica. 
Por el contrario, el c. 323 § 1 reitera que las asociaciones privadas de 
fieles -en general- están sometidas a la vigilancia de la autoridad 
eclesiástica según el c. 305. 
No obstante, para evitar posibles dudas de interpretación, con-
sideramos que podría exigirise que constara explícitamente aquel de-
ber y derecho de visita en los estatutos de la asociación privada sin 
personalidad jurídica para poder obtener su reconocimiento por par-
te de la autoridad eclesiástica competente. 
El c. 305 § 2 explicita cuál es la autoridad competente por lo que 
se refiere a la función de vigilancia. Es la siguiente: la Santa Sede 
para las asociaciones cualesquiera que sea su especie, y el Ordinario 
del lugar para las asociaciones diocesanas, así como también para las 
asociaciones en la medida en que trabajen en la diócesis. Echeverría 
observa que por primera vez se contempla un caso no previsto hasta 
ahora en el derecho canónico, pero que se daba muy frecuentemente en 
la práctica: el de las asociaciones que, constituidas en un ámbito inter-
nacional o nacional, o en diócesis ajena, trabajan en otra. El Ordina-
81. Cfr. J. L. GUTIERREZ, comentario al can. 305, en Código de Derecho 
Canónico, edición :anotada (Pamplona 1983) 234. 
82. Cfr. AAS 13 (1921) 35. 
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rio que suele dar su anuencia para este trabajo, tiene también el de-
recho de vigilancia según establece esta norma canónica 88. 
Se observa que el c. 305 § 2 no explicita como autoridad compe-
tente a la Conferencia Episcopal para las asociaciones nacionales, a 
pesar de que el Código la reconoce competente para el reconocimien-
to o aprobación de los estatutos de una asociación privada sin o corl 
personalidad jurídica respectivamente. Echeverría opina que la Con-
ferencia Episcopal es también autoridad competente. El autor afir~ 
ma: «Creemos que, a la vista del c. 312 § 2, corresponderá también 
este mismo derecho a la Conferencia Episcopal en las asociaciones 
aprobadas por ella' 84. Gutiérrez opina lo contrario 8S. 
En contra de la opinión de considerar a la Conferencia Episcopal 
como autoridad competente obra el texto del c. 305 § 2 que no la in-
cluye como tal. Y también la mens legislatoris, ya que la Conferencia 
Episcopal fue suprimida expresamente y na se incluyó posteriormente 
como autoridad competente a pesar de que así se solicitó en el esque-
ma novissimum. Un miembro de la Comisión pidió añadir el siguien-
te texto: {( Vigilantiae Conferentiae Episcopalis si ab ipsa constitutae 
fuerint, ad normam can. 686 § 2». La respuesta fue la siguiente: «Ani-
madversio recipienda non videtur, quia vigilan tia est actus administra-
tivus qui non competit Conferentiae; hac via tendentia foveretur 
constituendi aliquam 'Curiam nationalem', quae quidem non censetur 
opportuna» 86. 
83. Cfr. Comentario al can. 305, en Código de Derecho Canónico, edición 
bilingüe comentada (Madrid 1983) 181. 
84. Id. 
85. Cfr. Comentario al can. 305, en Código de Derecho Canónico, edición 
anotada (Pamplona 1983) 234. 
86. «Communicationes» 15 (1983) 84. Con relación a la vigilancia de las 
asociaciones públicas y privadas, en el can. 44 § 2 del. esquema que se mandó 
a consulta del episcopado, se establecía lo siguiente: «Vigilantiae atque regi-
mini unius Sanctae Sedis subsunt consociationes de iure universales atque 
consociationum foederationes universales; Episcoporum Conferentiarum in 
quarum territorio existunt, consociationes internactionales quae de iure ad cer-
tas regiones ecclesiasticas limitantur; Episcoporum Conferentia regionis, con~ 
sociationes regionales; loci Ordinario, consociationes dioecesanae necnon, iuxta 
statuta uniuscuiusque consociationes, sectiones dioecesanae consociationum 
universalium, internationalium, regionalium vel interdioecesanarum» ("Commu-
nicationes» 12, 1980, 98). Pero el texto fue modificado por el Coetus a la luz de 
las enmiendas recibidas. Por lo que respecta a la autoridad eclesiástica supra-
diocesana hubieron en el Coetus opiniones dispares sobre conceder o no fa-
cultades a las Conferencias Episcopales. Una opinión era partidaria de limtiar 
dichas facultades porque «crea una inutile burocrazia e va contro la natura 
stessa delle Conferenze Episcopali che sono organi di consultazione pastorale, 
non di governo. E esclusivo compito del Vescovo vigilare sulle associazioni site 
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Con todo, parecería más congruente considerar a la Conferencia 
Episcopal como autoridad eclesiástica competente para la vigilancia 
de las asociaciones de ámbito de su territorio, especialmente por lo 
que respecta a las asociaciones públicas. En primer lugar, porque el 
Código atribuye a la Conferencia Episcopal competencia para interve-
nir en la erección de las públicas y en el reconocimiento o aprobación 
de los estatutos de las privadas y también en el régimen de las mis-
mas como se expondrá. Y, en segundo lugar, porque se reconoce al 
Ordinario del lugar competencia para vigilar las asociaciones naciona-
les en la medida en que trabajan en la diócesis y no hay que olvidar 
que la vida y la actividad que puedan programar y realizar dichas 
asociaciones supera la vigilancia de cada Ordinario del lugar por 
separado 87. 
La solución de que en los estatutos de las asociaciones de ám-
bito nacional se estableciera que la vigil~ncia corresponde a la Con-
ferencia Episcopal respectiva parece que sería «contra ius», atendien-
do el texto del c. 305 § 2. Por ello, consideramos que sería convenien-
te dirigir una consulta al respecto a la Comisión Pontificia para la 
auténtica interpretación del Código. 
2. Función de régimen 
El c. 305 § 1 establece aquel prinCIpIo común respecto de todas 
las asociaciones de fieles, en el sentido que todas ellas «están bajo 
el régimen de esa autoridad, de acuerdo con las prescripciones de los 
cánones que siguen». Si bien el contenido concreto de esta dependen-
cia de las asociaciones de fieles respecto de la autoridad eclesiástica 
significado con el término de régimen quedará debidamente circuns-
crito en el comentario de los diversos cánones que siguen, pudiera 
dar la sensación de una limitación excesiva del ejercicio del ius-officium 
de asociación de los fieles. No obstante no es asÍ. Hay dos cánones 
nel suo territorio, perché a lui compete la generale facolta di vigilare sulla in-
tegrita di fede e di costumi nella propria diocesi» (Ibidem, 99). La opinión con-
traria sugirió solamente eliminar del texto el término «regimini» y tratar única-
mente de la vigilancia otorgada a las Conferencias Episcopales (Cfr. Id.). El 
Relator propuso el nuevo texto que fue aprobado por el Coetus: <<Vigilantiae 
S. Sedis subsunt consociationes cuiuslibet generis; vigilantiae Ordinarii loci in-
super subsunt consociationes dioecesanae necnon aliae consociationes quatenus 
in dioecesi operam exercent» (Ibidem, 104-105. Cfr. L. MARTÍNEZ SISTACH, La auto-
ridad eclesiástica competente ... , en o.c., 605-606). 
87. Cfr. L. MARTÍNEZ SISTACH, La autoridad eclesiástica competente ... , en 
.o.C., n. 4.5, pp. 609-610. 
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que sientan un principio general de equilibrio entre la libre iniciativa 
de la asociación y la dependencia respecto de la jerarquía. Con rela-
ción a las asociaciones públicas, el c. 315 determina que aquellas 
pueden adoptar libremente iniciativas que estén de acuerdo con su 
carácter, y se rigen conforme a la norma de sus estatutos, aunque 
siempre bajo la alta dirección de la autoridad eclesiástica. Esta alta 
dirección tiene su raíz en el hecho de que, por la misión recibida, la 
asociación actúa en nombre de la Iglesia 88. No obstante, también es 
cierto que la dependencia será mayor o menor en la medida en que la 
jerarquía la asuma y le dé una misión específica o bien se trate de 
una asociación con finalidades previstas en el párrafo 1 o 2 del c. 301. 
Por lo que respecta a las asociaciones privadas, el c. 323 § 1 afir-
ma que aunque «tengan autonomía conforme al c. 321, están someti-
das .. . al régimen de dicha autoridad». 
Veamos ahora qué determinan los cánones acerca de la compe-
tencia de régimen por parte de la autoridad eclesiástica respecto de 
las asociaciones públicas, privadas con personalidad jurídica y priva-
das sin personalidad jurídica. 
1) Modificación de los estatutos 
El c. 314, refiriéndose a las asociaciones públicas, determina que 
«la revisión o cambio (de los estatutos) necesita la aprobación de la 
autoridad eclesiástica a quien compete su erección». Por el contrario, 
nada se establece respecto a las revisiones o cambios de los estatutos 
de las asociaciones privadas. Parecería coherente con el c. 299 § 3 y 
el c. 322 § 2 que dichas modificaciones de los estatutos precisen del 
reconocimiento o de la aprobación de la autoridad eclesiástica com-
petente, según se trate de asociaciones privadas sin personalidad ju-
rídica o con ella. Opinamos que esta interpretación está contenida 
implícitamente en aquellos cánones, pero a diferencia de las asocia-
dones públicas nada se establece explícitamente para las privadas. 
Por ello, debería exigirse en el momento de reconocer o aprobar los 
,estatutos de una asociación privada que figure explícitamente en ellos. 
2) Designación del presidente 
El c. 317 § 1 establece que en las asociaciones públicas corres-
pQndea la autoridad eclesiástica confirmar al presidente elegido por 
la asociación, o instituir al que haya sido presentado o nombrado por 
.derecho propio. Por el contrario, en el caso de una asociación privada 
88. Cfr. Can. 301 § 1. 
172 LLUIS MAltTfNEZ SISTACH 
ésta designa a su presidente y oficiales, conforme a los estatutos, sin 
ninguna intervención de la autoridad eclesiástica por derecho común IU. 
Así, puede darse la paradoja de que la autoridad eclesiástica que 
reconoció o aprobó los estatutos de una asociación privada no tenga 
constancia alguna de la designación de su presidente. Porque nada se 
establece sobre la comunicación. Consideramos que por derecho co-
mún se hubiera tenido que determinar que la asociación privada co-
municara el nombre del presidente elegido, por el principio general 
de comunión eclesial y porque facilitaría la función de vigilancia que 
corresponde a la autoridad eclesiástica. Pero dado que el derecho co-
mún no lo establece, es conveniente que al reconocer o aprobar los 
estatutos figure o se incluya una cláusula o artículo que obligue a 
realizar estatutariamente aquella comunicación a la autoridad ecle-
siástica competente. 
Acerca de las condiciones para ser presidente de una asociación 
pública de fieles «que se ordene directamente al ejercicio del apos-
tolado», el c. 317 § 4 exige que no desempeñe cargos de dirección en 
partidos políticos. Dicha condición no la establece el derecho común 
tratándose de asociaciones privadas, lo que .J,lO impide e incluso es 
muy aconsejable que figure en los estatutos. La razón de esta distin-
ción se funda en que la asociación pública recibe la misión para ac-
tuar en nombre de la Iglesia" y podría prestarse a confusiones que 
su presidente ejerza a la vez cargos directivos en un partido político. 
3) Designación del capellán, asistente y consiliario 
El c. 317 § 1 establece que compete a la autoridad eclesiástica 
nombrar ~l capellán ~O asistente eclesiástico, después de oír, cuando 
sea conveniente, a los oficiales mayores de la asociación pública. Si 
bien los conceptos de capellán y de asistente eclesiástico tienen ma-
tices distintos, pues el primero es el encargado de las funciones li-
túrgicas mientras que el segundo puede considerarse como un dele-
gado de la autoridad eclesiástica en la asociación, el canon referido 
parece ser que les atribuye un mismo significado al separar los dos 
términos con la conjunción auto Asimismo, las asociaciones públicas 
deben tener, por derecho común, un capellán o asistente eclesiástico 
y es nombrado por la autoridad eclesiástica. 
Tratándose de asociaciones privadas no es obligatorio por de-
recho común que cuenten con un consiliario. A tenor del C. 324 § 1, 
dichas asociaciones pueden tenerlo si así lo desean y en esta hipóte-
89. Cfr. Can. 324 § 1. 
90. Cfr. Can. 313. 
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sis lo eligen libremente entre los sacerdotes que ejercen legítimamen-
te el ministerio .en la diócesis. El elegido precisará de la confirma-
ción del Ordinario del lugar. 
Se observa que esta norma canónica contempla únicamente el ca-
so de una asociación privada de ámbito diocesano o bien de una sec-
ción diocesana de una asociación nacional o internacional. Nada se 
establece sobre asociaciones nacionales e internacio.Rales como tales. 
Consideramos que en virtud del c. 19 se debe recurrir al c. 317 § 1, 
que trata de la materia semejante respecto de las asociaciones pú-
blicas. Así, en el caso de una asociación privada nacional o interna-
cional que opte por elegir un consiliario, la confirmación deberá 
otorgarla la Conferencia Episcopal o la Santa Sede respectivamente, 
precisando de la autorización del Obispo diocesano de la diócesis en 
que el presbítero en cuestión esté incardinado o del superior religio-
so a cuyo instituto pertenece. 
4) Remoción del presidente 
Unicamente para las asociaciones públicas se establece que la 
autoridad competente puede remover de su cargo al presidente, oyen-
do antes a dicho presidente y a los oficiales mayores 91. 
5) Nombramiento de un comisario 
Sólo para las asociaciones públicas se prevé que la autoridad ecle-
siástica competente, en circunstancias especiales y cuando lo exijan gra-
ves razones, puede designar un comisario que en su nombre dirija 
temporalmente la asociación 112. En las asociaciones privadas, dado que 
la autoridad eclesiástica no interviene en la designación del presiden-
te, no hay razón para que intervenga en su destitución y nombra-
miento de un comisario. 
6) Remoción del capellán o asistente 
Sólo para las asociaciones públicas se establece en el c. 318 § 2 
que la autoridad eclesiástica puede remover al capellán conforme a 
la norma de los cc. 192-195. 
7) Administración de los bienes temporales 
Es en este aspecto de la actividad de las asociaciones donde se 
dan unas diferencias más sensibles de la intervención de la autoridad 
91. Cfr. Can. 318 § 2. 
92. Cfr. Can. 318 § 1. 
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eclesiástica. A tenor del c. 1255, las asociaciones públicas y las priva-
das con personalidad jurídica «son sujetos capaces de adquirir, rete-
ner, administrar y enajenar bienes, según las normas del derecho». 
Ello marca ya una distinción entre estas asociaciones y las asociacio-
nes privadas sin personalidad jurídica. 
Pero a nivel aún de principios, existe también una diferencia 
importante entre las asociaciones públicas y las asociaciones privadas 
con personalidad jurídica privada. En efecto, a tenor del c. 1257 § 1 
«todos los bienes temporales que pertenecen a personas jurídicas pú-
blicas son bienes eclesiásticos y se rigen por los cánones que siguen, 
así como por sus propios estatutos». Mientras que «los bienes tempo-
rales de una persona jurídica privada se rijen por sus propios esta-
tutos, y no por estos cánones, si no se indica expresamente otra co-
sa» 93. Así, los primeros son bienes eclesiásticos, a diferencia de los 
segundos que no lo son, lo que señala diferencias respecto de la in-
tervención de la autoridad eclesiástica en la administración de los re-
feridos bienes según sean o no eclesiásticos. 
Veamos las consecuencias concretas de estos principios a tenor 
de la normativa del Código. 
Tratándose de asociaciones públicas -por tener todas ellas per-
sonalidad jurídica pública- los bienes que poseen se rigen por los 
cc. 1254-1310, puesto que son bienes eclesiásticos. Ello establece una 
intervención de la jerarquía en la administración de los referidos bie-
nes temporales. A tenor del c. 319, la asociación pública administra 
sus bienes conforme a los cánones antes citados y también conforme 
a sus estatutos, y bajo la superior dirección de la autoridad eclesiás-
tica competente. Asimismo, se explicitan dos consecuencias: la aso-
ciación debe rendir cuentas de la administración todos los años y 
del empleo de las ofrendas y limosnas recibidas 94. 
Con relación a las asociaciones privadas con personalidad jurídi-
ca privada, el c. 325 § 1 establece que dichas asociaciones «adminis-
tran libremente los bienes que poseen según las prescripciones de los 
estatutos, quedando a salvo el derecho de la autoridad eclesiástica 
competente de vigilar de manera que los bienes se empleen para los 
fines de la asociación» 95. Pero cabe preguntarse cómo podrá la auto-
93. Cfr. Can. 1257 § 2. 
94. Cfr. Can. 319 § 1 Y 2. 
95. La vigilancia por parte de la autoridad eclesiástica respecto de los 
bienes temporales de las personas jurídicas privadas fue una cuestión que se 
trató en el Coetus que preparó la normativa sobre los bienes temporales de 
la Iglesia, en su reunión de 17-23 de junio de 1979. Surgieron diversas opiniones 
acerca de la naturaleza de dichos bienes y sobre la intervención de la autoridad 
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ridad eclesiástica realizar esta función de vigilancia que le atribuye 
el derecho común, si éste no establece la obligación de que la asocia-
ción dé cuentas de la administración todos los años 96. El Código asig-
na una obligación a la autoridad eclesiástica y no le otorga los me-
dios necesarios para poderla llevar a cabo con la debida eficacia. Por 
ello, consideramos que en el momento de aprobar los estatutos de 
una asociación privada con personalidad jurídica privada, la jerarquía 
puede exigir que conste en los mismos la obligación de rendir cuen-
tas de la administración todos los años. Esta cláusula no parece que 
sea «contra ius», sino solamente «praeter ius», y además, tratándose 
eclesiástica. «Vnus Consultor yero non idem sentit, quia, de sua sententia, non 
possunt dari personae iuridicae quae sunt privatae, quarum bona non sint 
ecclesiastica; consequenter super omnia bona exerceri .debet ius vigilantiae Eccle-
siae. Quaestio habetur inter Consultores de natura et extensione vigilantiae 
Ecclesiae circa bona personae iuridicae privatae. De sententia alicuius Con-
sultoris talis vigilantia est illa quae competit Ecclesiae ratione suae potestatis 
iurisdictionis et ideo se extendit ad omnia quae attinent sive acqusitionem, sive 
alienationem sive administrationem bonorum. De sententia aliorum Consulto-
rum yero non potest prescindi a natura privata huiusmodi bonorum et a facto 
quod illae personae iuridicae, utpote privatae, non agunt nomine Ecclesiae, 
ideo vigilantia Ecclesiae circa illa bona tendere tantum debet ut eadem bona 
adhibeantur secundum fines in statius determinandos» «<Communicationes» 
12, 1980, 391-392). 
El Coetus se pronunció por esta segunda opinión. Ello se desprende cla-
ramente de la modificación que sufrió el can. 2 ter, del primer esquema. En 
diciho canon se establecía lo siguiente: «§ 2. Bona personae iuridicae privatae, 
quamvis non sint bona ecclesiastica, subsunt tamen generali vigilantiae Episco-
pi ut eorum destinatio ad fines proprios in statutis definitos servetur» (lbidem, 
398). Dicho redactado favorecía aquella primera opinión antes expuesta, pero 
en el debate del Coetus se hizo la siguiente crítica: «Quoad § 2 animadvertit 
Consultor quidam ut non tribuatur ius vigilantiae circa bona non ecclesiastica. 
Adsunt enim consociationes laicarum in Ecclesia, quibus aliqua autonomia 
agnoscitur a Concilio Vat. 11 in apostolatu promovendo; tali autem autonomia 
non patitur quod vigilantia iurisdictionis Episcopi exerceatur super bona illa-
rum laicarum consociationum. Deinde habetur accurata discussio inter Con-
sultores circa ambitum libertatis consociationum laicarum circa bona tempo· 
ralia et omnes conveniunt talem liberta te m moderari a statutis singularum 
consociationum» (lbidem, 399). Así, pues quedó modificado aquel redactado del 
can. 2 ter, de la siguiente manera, que coincide con el can. 1257 § 2 promulgado: 
«Bona temporalia personae iuridicae privatae reguntur propriis statutis, non 
autem hisce canonibus, nisi expresse aliud caveatup>. (lbidem; cfr. P. LOMBAR-
DÍA, Personas jurídicas públicas y privadas, en «Estudios de Derecho Canónico 
y Derecho Eclesiástico», Madrid 1983, 331; F. R. AZNAR, La administración de 
los bienes eclesiásticos de la Iglesia, Salamanca 1984, 33-34). 
96. Cabe al obispo pedir las cuentas cuando lo considere conveniente, 
pero esta medida resulta antipática dado que siempre parecerá responder a 
alguna sospecha. 
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de esta naturaleza de asociaciones, la autoridad no reconoce simple-
mente sus estatutos, sino que los aprueba a tenor del c. 322 § 2. 
Ya se ha dicho que los bienes temporales de las personas jurídi-
cas privadas no son bienes eclesiásticos y acerca de ellos el c. 1257 § 2 
establece la siguiente norma básica: «Se rijen por sus estatutos pro-
pios, y no por estos cánones, si no se indica expresamente otra cosa» 97. 
El c. 325 § 2 señala expresamente que estas personas jurídicas están 
«bajo la autoridad del Ordinario del lugar en lo que se refiere a la ad-
ministración y gastos de los bienes que hayan recibido en donación 
o legado por causas pías». Pero podemos preguntarnos si se aplica 
a los bienes de las personas jurídicas privadas los requisitos estable-
cidos en los c. 1291-1294 sobre enajenación de dichos bienes, dado 
que el c. 1295 establece lo siguiente: «Los requisitos establecidos en 
los cc. 1291-1294, a los que también se han de acomodar los estatutos 
de las personas jurídicas, deben observarse ... ». Los autores dan dis-
tintas respuestas, unos afirmativa y otros negativa 18. Consideramos 
que hay argumentos sólidos para responder negativamente. El canon 
habla de personas jurídicas, sin que se explicite las personas jurídicas 
privadas, como parece exigiría el c. 1257 § 2 para dar una respuesta 
afirmativa a la pregunta que hemos formulado. Además, debe valo-
rarse la ratio legis que aparece en el debate del Coetus, en su reunión 
de 14 de noviembre de 1979: «Ex suggestione cuiusdam Organi consul-
tationis, Consultoribus placet addere normam qua praecipiatur ut in 
statutis recenseantur sollemnitates requisitae, ita ut negotia canonica 
invalida ob inobservantiam sollemnitatum, sint etiam civiliter inva-
lida» 99. Es decir, los estatutos de las personas jurídicas públicas -pues 
de ellas se habla en el primero de los referidos cánones, el c. 1291-
deben explicitar (o hacer referencia) aquellos requisitos a efectos de 
la validez civil de los negocios jurídicos, dado que en el ámbito de 
la administración civil puede desconocerse el · derecho común canóni-
97. Se aplican a estas personas jurídicas privadas el tributo seminarísti-
co (Cfr. Can. 264), y el extraordinario (Cfr. Can. 1263), la presunción del Can. 
1267 (pero sin necesidad de licencia) y la prohibición de cuestaciones (Cfr. 
Can. 1265). 
98. Dan una respuesta afirmativa: F. R. AZNAR, o.c., 225; J. TRASERRA, Las 
fundaciones pías autónomas (Barcelona 1985) 69. Por una respuesta negativa 
se pronuncian: P. LOMBARDÍA, arto cit., 331; L. DE ECHEVERRÍA, Las entidades pri-
vadas en el nuevo Código, en «Ecclesia» 4 (1984), 2150; T. MAURO, La disciplina 
áelle persone giuridiche. Le norme sui beni ecclesiastici e sul loro regime con 
riferimento all'ordenamento statale, en «Monitor Ecclesiasticus» 109 (1984) 381 
Y 396; S. BUENO, · La noción de perSOna jurídica en el derecho canónico (Barce-
lona 1985) 230-231. 
99. «Communicationes» 12 (1980) 426. 
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co sobre los referidos requisitos. Con todo, dada la importancia de 
esta cuestión, parecería conveniente que se pronunciara la Comisión 
Pontificia para la interpretación auténtica del Código. 
Finalmente, en el caso de asociaciones privadas sin personalidad 
jurídica, en virtud del c. 310 dichas asociaciones en cuanto tales no 
pueden ser sujetos de obligaciones y derechos, pero «los fieles que 
son miembros de ellas pueden ... adquirir y poseer bienes como con-
dueños y coposesores». El Código n@ establece nada sobre la admi-
nistración de estos bienes temporales, ni que estén bajo la vigilancia 
de nadie ya que considera que son bienes que pertenecen a los parti-
culares. Con todo cabe considerar la hipótesis que dichas asociaciones 
tengan personalidad jurídica civil, con lo cual los bienes que poseen 
son bienes de la asociación como tal. 
8) Supresión de la asociación 
El c. 320 establece que la autoridad eclesiástica puede suprimir 
las asociaciones públicas, oído a su presidente y a los demás oficia-
les mayores. En dicha norma se especifica cuál sea la autoridad ecle-
siástica competente según el ámbito propio de la asociación: la Santa 
Sede, la Conferencia Episcopal y el Obispo diocesano. 
Tratándose de asociaciones · privadas, el c. 326 · § 1 determina asi-
mismo que la autoridad competente puede suprimirlas «si su activi-
dad es en daño grave de la doctrina o de la disciplina eclesiástica, o 
causa escándalo a los fieles». 
Reconocimiento civil de las asociaciones de fieles 
La personalidad jurídica pública y privada de las asociaciones pú-
blicas y privadas de fieles respectivamente, viene reconocida por el 
ordenamiento jurídico del Estado en virtud del Acuerdo entre el Es-
tado Español y la Santa Sede sobre asuntos jurídicos, de 3 de ene-
ro de 1979. 
En su Art. I, 4 se establece 10 siguiente: «Las asociaciones ... que 
se erijan canónicamente en el futuro por la competente autoridad 
eclesiástica, podrán adquirir la personalidad jurídica civil, con suje-
ción a 10 dispuesto en el ordenamiento del Estado, mediante la ins-
cripción en el correspondiente registro en virtud de documento autén-
tico en el que consten la erección, fines, datos de identificación, régi-
men de funcionamiento y facultades de dichos órganos». 
El Acuerdo emplea el término de «erección», dado que en la fe-
cha de la firma del referido documento estaba en vigor el Código 
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de 1917 Y éste reconocía solamente la personalidad jurídica pública 
en la Iglesia, que adquirirían las asociaciones canónicas mediante la 
erección. Lo pactado en el Acuerdo se aplica también a la nueva mo-
dalidad de la persona jurídica privada. 
¿ Qué reconocimiento civil tendrán las asociaciones privadas sin 
personalidad jurídica privada? El Acuerdo no establece nada sobre 
dichas asociaciones. El reconocimiento civil -si se desea- no se po-
drá obtener por vía concordataria, sino únicamente por vía adminis-
trativa civil, con lo cual estas asociaciones serían también civiles y es-
tarían reguladas a la vez por el derecho canónico y por el derecho 
civil. 
¿ Asociación civil con finalidades religiosas 
o asociación privada canónica? 
La distinción que establece el Código entre asociaciones públicas 
y privadas plantea con más novedad la cuestión de la preferencia por 
constituir asociaciones civiles de fieles con finalidades de caridad o 
de apostolado, o por el contrario constituir asociaciones privadas con 
o sin personalidad jurídica. Y se planteará también -en el caso de 
optar por asociaciones canónicas privadas- la conveniencia de cons-
tituir a la vez la misma asociación en asociación civil. 
Estos planteamientos no se darán solamente en las hipótesis de 
las nuevas asociaciones que se vayan fundando, sino también en las 
asociaciones canónicas existentes que son aprobadas o bien erigidas 
en base al Código de 1917 y que pueden -o incluso deben, si a tenor 
de sus finalidades no han de ser públicas sino privadas a la luz del 
nuevo Códig<r- pedir un cambio de su estatuto jurídico. 
Conviene que la autoridad eclesiástica adopte unos criterios sobre 
aquellas preferencias antes señaladas, que le permitan, por una par-
te, orientar a los responsables de las asociacines canónicas y, por otra 
parte, tornar decisiones uniformes y coherentes. 
En orden a facilitar este trabajo, considerarnos conveniente ex-
poner las siguientes consideraciones: 
1) Las finalidades propias de las asociaciones establecidas en 
los respectivos estatutos señalarán un criterio importante. Una aso-
ciación canónica deberá tener finalidades religiosas, tales corno las 
que se establecen de modo genérico en el c. 298 § 1. Lógicamente, una 
asociación constituida por fieles que no tuviera unas finalidades en 
el sentido expuesto no podrá ser una asociación canónica de fieles. 
ni pública ni privada. 
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2) Las asociaciones privadas a tenor del nuevo Código gozan de 
suma autonomía en la Iglesia y dependen mínimamente de la autori-
dad eclesiástica. Podría parecer que la relación que tiene una asocia-
ción privada sin personalidad jurídica con la autoridad eclesiástica 
es muy similar a la que tendría dicha asociación si fuera solamente 
civil. Sin embargo, esta apreciación no es exacta. Y ello por algunas con-
sideraciones que se han expuesto a lo largo de nuestro trabajo. Basta 
pensar en la intervención de la autoridad eclesiástica respecto de los 
estatutos, con las cláusulas que pueden figurar en los mismos y la 
intervención que realizará aquella autoridad respecto de las futuras 
modificaciones y también en la competencia de la autoridad eclesiás-
tica en la supresión de una asociación canónica. Nada de ello se daría 
en la hipótesis de constituirse una asociación únicamente civil. 
3) De optarse por la solución preferencial de constituir asocia-
ciones civiles, se empobrecería la Iglesia de estas realidades institu-
cionales que han contribuido y contribuyen a realizar obras y activi-
dades eclesiales importantes y necesarias. Especialmente, si se tiene 
en cuenta que atendidas las finalidades propias de las asociaciones 
públicas en el nuevo Código, no serán muchas dichas asociaciones 
públicas en la Iglesia. Si se optara, pues, por aquella solución, posi-
blemente con el tiempo se debería recurrir a la erección de asocia-
ciones públicas que a tenor del c. 301 § 2 son de algún modo excep-
cionales: «Si lo considera conveniente, la autoridad eclesiástica com-
petente puede erigir también asociaciones que direeta o indirecta-
mente busquen alcanzar o persigan otros fines espirituales, a los que 
no se provea de manera suficiente con la iniciativa privada». 
4) El reconocimiento civil de las asociaciones canónicas priva-
das no presenta ninguna dificultad para que pueda invocar se como 
motivo para constituir una asociación de fieles únicamente como ci-
vil. Una asociación privada con personalidad jurídica goza de perso-
nalidad jurídica reconocida en el ordenamiento del Estado en virtud 
de aquel Acuerdo sobre asuntos jurídicos antes referido, mediante la 
inscripción pertinente. 
5) Respecto a la posible solución de constituir una asociación 
canónica privada y a la vez constituirla también civil, cabe conside-
rar que no es motivo suficiente su reconocimiento pleno en el orde-
namiento del Estado, por lo que se ha expuesto en la anterior con-
sideración. Además, dicha solución puede entrañar serias dificulta-
des, especialmente si los estatutos que revisa o aprueba la autoridad 
eclesiástica y los que reconoce o aprueba la administración no con-
cuerdan plenamente. 
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6) En el fondo de estas alternativas late la cuestión de la iden-
tidad cristiana de la asociación. Una asociación de fieles que persigue 
unas finalidades específicamente eclesiales es coherente que se cons-
tituya como asociación canónica y no civil. No hay motivos ni canó-
nicos ni legales para que asociaciones -como pueden ser los movi-
mientos apostólicos- recurrieran a la fórmula de asociación civil. 
Sólo excepcionalmente, atendidas las finalidades peculiares de una 
asociación de fieles o la coyuntura socio-política, puede justificarse 
incluso ser aconsejable que se constituya solamente como asociación 
civil. Pero evitando el mimetismo de esta fórmula por parte de otras 
asociaciones de fieles. 
Naturaleza canónica de las actuales asociaciones 
«eclesiásticas» 
A tenor del Código de 1917, las asociaciones denominadas ecle-
siásticas eran las aprobadas y las erigidas por la autoridad eclesiásti-
ca competente 100. El nuevo Código regula dos clases de asociaciones, 
las públicas y las privadas y determina la natuFaleza de las primeras 
que no coincide con la que tenían las asociaciones erigidas o aproba-
das según el anterior Código. Así, pues, no todas las asociaciones eri-
gidas o aprobadas existentes en la Iglesia en el momento de entrar 
en vigor el nuevo Código pueden considerarse como públicas. En pri-
mer lugar, porque algunas de ellas eran únicamente aprobadas y no 
erigidas y, en segundo lugar, porque las finalidades no concuerdan 
con las establecidas para las asociaciones públicas en el nuevo Código. 
Lo mismo cabe decir de la personalidad jurídica que tienen las 
asociaciones erigidas en virtud del Código de 1917, dado que el nuevo 
Código distingue entre personas jurídicas públicas y privadas. 
La clarificación y clasificación se hace necesaria. Por lo que se 
refiere a la primera cuestión, se plantea a la autoridad eclesiástica 
competente (Santa Sede, Conferencia Episcopal y Obispo diocesano) 
optar por aplicar respecto de aquellas asociaciones existentes única-
mente el criterio establecido en el c. 301 § 1, y las asociaciones que 
no se ajusten a las finalidades allí establecidas considerarlas como 
privadas, o bien aplicar también el criterio señalado en el c. 301 § 2 
Y considerar algunas de ellas como públicas. 
Conviene observar que son importantes las consecuencias jurí-
dicas y pastorales que se derivarán de optar por el primer y único 
100. Cfr. Can. 686 § 1. 
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criterio o bien de optar por los dos criterios, atendida la vinculación 
que establece el Código entre la asociación pública y la autoridad 
eclesiástica y la naturaleza de bienes eclesiásticos que es propia úni-
camente de los bienes temporales de una persona jurídica pública. 
Téngase también presente que si una asociación eri~ida pasa a aso-
ciación privada, la personalidad jurídica de que gozaba ya no podrá 
ser pública sino privada 161. 
Lógicamente, la modificación de una asociación aprobada o eri-
gida según el Código de 1917, en asociación privada según el Código 
de 1983, comporta la consiguiente modificación de sus estatutos. Dado 
el número elevado de aquellas asociaciones existentes actualmente en 
la Iglesia, ello comportará un trabajo considerable. Pero, además, 
aquella modificación de los estatutos puede entrañar un riesgo: que 
se plantee en el seno de las asociaciones la temática de la confesio-
nalidad o de la identidad cristiana de las mismas para continuar 
como canónicas, para constituirse únicamente en civiles o para tener 
ambas naturalezas a la vez. 
Aproximación valorativa 
Expuesta la regulación de las asociaciones privadas y públicas de 
fieles, podemos preguntarnos si esta normativa del nuevo Código res· 
peta debidamente las exigencias del derecho fundamental de asocia-
ción propugnado por el Concilio y establecido en el c. 215. 
Por lo que se refiere a las asociaciones privadas consideramos 
que la normativa vigente respeta el derecho de los fieles a fundar y 
dirigir asociaciones. Se deja a su libre iniciativa la constitución de 
asociaciones y su configuración mediante los propios estatutos. Esta 
libertad que tenían los fieles apenas producía efectos jurídicos según 
el Código de 1917, por cuanto las asociaciones que no eran ni erigidas 
ni aprobadas por la autoridad eclesiástica, se consideraban como de 
hecho solamente. El nuevo Código las ha reconocido en el ordenamien-
to canónico. Y ha hecho más. Con la distinción que ha introducido 
entre personas jurídicas públicas y privadas, aquellas asociaciones pue-
den gozar de la personalidad jurídica privada, con lo cual no sola-
mente se las reconoce como entidades colectivas, sino también como 
sujetos de derechos y obli~aciones. 
101 Sobre estas cuestiones fue sensible el Coetus del esquema sobre bie-
nes temporales de la Iglesia, en su reunión de 17-23 de junio de 1979 (Cfr. 
«Communicationes» 12 1980, 392). 
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Por lo que respecta al derecho de gobernar dichas asociaciones, 
el c. 321 establece una norma de sumo reconocimiento a la iniciativa 
privada: «Los fieles dirigen y administran las asociaciones privadas de 
acuerdo con las prescripciones de los estatutos». 
Pero el derecho fundamental de asociación de los fieles no es un 
derecho absoluto como bien recuerda el c. 223. Compete a la autoridad 
eclesiástica regular su ejercicio básicamente €n función del bien co-
mún. ¿Puede afirmarse que la normativa del Código respeta debida-
mente esta función de la autoridad eclesiástica respecto de las asocia-
ciones privadas? 
El Código atribuye a la jerarquía dos funciones fundamentalmen-
te: el reconocimiento o aprobación de los estatutos de la asociación 
privada sin o con personalidad jurídica respectivamente, y la vigilan-
cia y régimen sobre dichas asociaciones. Mínima es la intervención 
respecto del reconocimiento de los estatutos y poco más ofrece la apro-
bación, si se tiene en cuenta que la personalidad jurídica no la con-
cede la autoridad eclesiástica, sino que únicamente la reconoce. Míni-
ma es también la función de régimen. Finalmente, por lo que respecta 
a la vigilancia, se establecen tres intervenciones. Una, que se ejerce 
asimismo sobre todo fiel, consiste en cuidar que se conserve la inte-
gridad de la fe y de las costumbres y evitar que se introduzcan abusos 
en la disciplina eclesiástica. Otra, que comporta procurar que se evite 
la dispersión de fuerzas y ordenar al bien común el ejercicio de su 
apostolado. Y la tercera, respecto de las asociaciones con personali-
dad jurídica, consistente en vigilar que los bienes se empleen para los 
fines de la asociación. Consideramos que para realizar estas funciones 
de vigilancia, el Código tiene lagunas respecto de la relación de las 
asociaciones privadas con la autoridad eclesiástica competente, como 
ya hemos ido señalando a lo largo del trabajo. 
Conviene, además, señalar un aspecto de índole testimonial. Si 
es verdad, como bien afirma Lombardía, que «la figura técnica de las 
entidades privadas debe aplicarse, tal como el Código la ha concebido, 
en un espíritu de pleno respeto a su autonomía» 102, también debe 
valorarse la dificultad no tanto teórica como práctica expuesta por 
Echeverría: «Una asociación presenta unos estatutos aprobados por el 
Obispado o la Conferencia Episcopal, con un decreto dándole perso-
nalidad canónica y el lector (el hombre de la calle) tiene que saber 
que allí no hay más responsabilidad ni de organización, ni económica, 
ni doctrinal (posibles declaraciones) que la de sus componentes» 103. 
102. Autonomía privada en la Iglesia, en «Ecc1esia» 44 (1984) 414. 
103. Asociaciones privadas en el nuevo Código, en «Ecc1esia» 44 (1984) 558. 
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y es que el testimonio eclesial de una asociación es superior -en bien 
y en mal- al de los individuos, y la opinión pública no distingue fá-
cilmente entre la distinta naturaleza canónica de una asociación pri-
vada y de una asociación pública. Para dicha opinión pública -que 
no conoce de distinciones técnicas- ambas asociaciones actúan «en 
nombre de la Iglesia», puesto que las tiene por «asociaciones de la 
Iglesia». 
Por lo que respecta a las asociaciones públicas podemos pregun-
tarnos si con la regulación que de ellas hace el nuevo Código, el ius-
officium de la libertad de asociación de los fieles queda debidamente 
garantizado. Algunos autores responden negativamente 104. Según nues-
tro parecer, que coincide con el de Bonnet, la respuesta debe ser afir-
mativa. La normativa del Código armoniza con el contenido del n. 24 
del decreto conciliar Apostolicam actuositatem. Los fieles, en virtud 
de aquel ius-officium pueden tener la iniciativa en la formación de 
una asociación pública, afiliarse a dichas asociaciones ya constituidas 
y participar activamente en su gobierno según los propios estatutos. 
En función de las finalidades peculiares de las asociaciones públicas, 
la causa eficiente de su constitución no es ya la libre iniciativa de los 
fieles, sino la erección de la autoridad eclesiástica, con la cual las re-
feridas asociaciones mantienen una relación más estrecha. 
No obstante, la normativa del Código resulta en algunos puntos 
algo confusa y obliga a un trabajo de interpretación. Como, por ejem-
plo, el contenido del c. 301 § 1 Y la armonización entre lo establecido 
sobre la naturaleza de las personas jurídicas públicas y de las asocia-
ciones públicas. Por otra parte, nos parece poco coherente el limitar 
la autoridad eclesiástica competente por lo que respecta a la vigilancia 
de las asociaciones públicas, a la Santa Sede y al Obispo, sin que se 
contemple la instancia de la Conferencia Episcopal acerca de las aso-
ciaciones de ámbito nacional. 
104. Cfr. A. DiAZ DÍAZ, O.C., 195-198. 

